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Honorables Magistrados 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Sala de lo Contencioso Administrativo - Reparto 
E.                                S.                                   D. 

 

 

Ref.  ACCION DE TUTELA 

De:   MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN  

Contra: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “B”  

 

 

JAIRO IVAN LIZARAZO AVILA, apoderado del referenciado, identificado como aparece al pie de 

mi firma, con el debido comedimiento manifiesto al Honorable Consejo de Estado – Sección 

Segunda, que en virtud del poder a mi conferido por el(la) Señor(a) MARINA CASTAÑEDA DE 

BELTRAN, también mayor de edad, vecino(a) de la ciudad de Bogota D.C.; mediante el presente 

escrito y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la C.P., y en el Decreto 2591 de 

1991, promuevo ACCION DE TUTELA contra el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, por haber incurrido en VIA DE HECHO 

al proferir la providencia de fecha 22 de febrero de 2022, dentro del Proceso No.2018-00501; 

con el fin de que se imparta protección a los derechos fundamentales A LA SEGURIDAD SOCIAL, 

VIDA DIGNA Y MINIMO VITAL DE LAS PERSONAS DE LA TERCERA EDAD, DERECHOS ADQUIRIDOS 

Y EXPECTATIVAS LEGITIMAS, PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA, FAVORABILIDAD LABORAL E 

INESCINDIBILIDAD DE LA LEY, DEBIDO PROCESO, Y DERECHO A LA IGUALDA PROCESAL y entre 

otros derechos de orden superior constitucional. 

 

OMISIÓN QUE MOTIVA LA ACCIÓN 

 

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, al 

proferir la sentencia de segunda instancia, trasgredió los derechos fundamentales 

anteriormente enunciados, en consideración a que debe determinarse teniendo en cuenta 

únicamente los factores salariales devengados durante el último año de prestación de servicios, 

siempre y cuando hayan servido de base para calcular los aportes, es decir, los que cotizó al 

sistema de pensione y se encuentre relacionados en el artículo 1° la Ley 62 de 1985. 

 

La anterior tesis adoptada por el tribunal accionado, no es asertiva pues desconoce que el 

régimen aplicable al(a) actor(a) era el contenido en el parágrafo 2° del artículo 1° de la Ley 33 

de 1985, por tanto, que, para liquidar el monto de la pensión debía aplicarse el contenido de la 

Ley 6 de 1945, los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969 y el Decreto 1045 de 1978. 

 

HECHOS 

 

1. El señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA laboró al servicio del Estado Colombiano de 

la siguiente manera:  
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- En el Ministerio de Justicia, desde el 01 de septembre de 1968 hasta el 05 de octubre 

de 1970. 

- En el ICBF, desde el  13 de mayo de 1971 hasta el 5 de diciembre de 1976. 

- En el Ministerio de Justicia, desde el 17 de abril de 1978 hasta el 30 de junio de 1993. 

 

2. El Instituto de Caja Nacional de Prevision Social- hoy UGPP-, reconoció y ordenó el pago de 

una pensión de jubilación a favor del señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA, omitiendo 

la inclusión de la totalidad de factores salariales devengados en el último año de servicios. 

 

3.  Con ocasión a su fallecimineto, mediante RDP 011458 del 11 de octubre de 2012, la UGPP 

reconocio una pensión de sobrevivientes a favor de MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN, 

omitiendo la inclusión de la totalidad de factores salariales devengados en el último año de 

servicios 

 

4. Como consecuencia de lo anterior, se presentó demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la cual correspondió por reparto 

al EL JUZGADO DECIMO (10) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

D.C, bajo el radicado No. 2018-00501. 

 

5. JUZGADO DECIMO (10) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C, 

mediante sentencia proferida de fecha 4 de marzo de 2021, ACCEDIÓ a las pretensiones de 

la demanda, ordenando reliquidar con el 75 % del salario promedio mensual devengado 

durante el año anterior al retiro del servicio del señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA, 

teniendo como factores salariales: Asignación Basica, Subsidio de Transporte, Subsidio de 

transporte, subsidio de alimentación, bonificación por servicios prestados, prima de 

servicios (1/12) prima de vacaciones (1/12) y prima de navidad.   

 

6. La parte demandada interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia de primera 

instancia, por lo cual JUZGADO DECIMO (10) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C, concede el recurso y remite el proceso TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B” 

 
7. El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, 

mediante sentencia de fecha 22 de febrero de 2022, decidiendo el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante, REVOCÓ la sentencia de primera instancia, con 

fundamento en que el monto de la pensión de la señora MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN 

debe determinarse teniendo en cuenta únicamente los devengados durante el último año 

de prestación de servicios, siempre y cuando hayan servido de base para calcular los 

aportes, es decir, los que cotizó y se encuentre relacionados en el artículo 1° la Ley 62 de 

1985. 
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PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES 

 

REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA DE LA PRESENTE ACCIÓN: 

 

a. Frente a la subsidiariedad, es preciso decir que el proceso contencioso finalizó con 

sentencia del 22 de febrero de 2022, proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B” en el que se REVOCÓ el fallo de 

primera instancia que ACCEDIÓ las pretensiones de la demanda; razón por la cual contra 

la decisión controvertida no procede recurso de alzada. 

 

b. Con relación al requisito de inmediatez, este se cumple, dado que el fallo enjuiciado fue 

proferido el 22 de febrero de 2022 y notificado personalmente mediante correo 

electronio del 28 de febrero de 2022, de manera que a la fecha no han transcurrido más 

de 6 meses, lo anterior en  consideración a lo ordenado en el Decreto 564 de 2020 por 

el cual se adoptan medidas para la garantía de los derechos de los usuarios del sistema 

de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. 

 

c. De otra parte, La acción de tutela se interpone contra una decisión de nulidad y 

restablecimiento de derecho en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por lo 

cual NO se trata de un fallo de tutela. 

 

d. Los hechos y pretensiones, se encuentran debidamente identificados, incluyendo los 

derechos que se encuentran vulnerados.  

 

e. Para finalizar se resalta que el presente asunto es de relevancia constitucional, toda vez 

que se trata de atacar una providencia judicial por desconocimiento del precedente 

constitucional, y en la que se advierte la posible vulneración de derechos fundamentales 

como a la seguridad social, vida digna y mínimo vital de las personas de la tercera edad, 

derechos adquiridos y expectativas legitimas, principio de seguridad jurídica, 

favorabilidad laboral e inescindibilidad de la ley, debido proceso, y derecho a la igualdad 

procesal. 

 

 

CAUSALES ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD DE LA PRESENTE ACCIÓN 

 

En la sentencia C-590 de 2005 respecto de la procedibilidad de la acción de tutela contra 

providencias judiciales la Honorable Corte Constitucional indicó:  

 

"(...) para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario 

acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben 

quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que 

proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de 

los vicios o defectos que adelante se explican.  
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a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 

providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  

 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 

margen del procedimiento establecido.  

 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 

aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  

 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 

inexistentes o inconstitucionales1 o que presentan una evidente y grosera contradicción 

entre los fundamentos y la decisión.  

 

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 

parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos 

fundamentales. 

 

f.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de 

dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 

precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 

 

g.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la 

Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 

aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 

como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 

vinculante del derecho fundamental vulnerado2.  

 

h.  Violación directa de la Constitución". 

 

En el presente caso se configura la causal indicada en el numeral d) y g), esto es, defecto factico, 

defecto sustantivo y desconocimiento del precedente, dadas las siguientes razones:  

 

• DEFECTO SUSTANTIVO   

 

Respecto del defecto material o sustantivo en sentencia SU-448 de 2011, la Corte 

Constitucional, señaló las principales circunstancias que generan que una providencia judicial 

incurra en un defecto sustantivo. Concretamente, en aquella ocasión se explicó que ello ocurre 

cuando: 

  

 
1 Sentencia T-522/01 
2 Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01. 
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“(i) La decisión judicial tiene como fundamento una norma que no es aplicable, porque a) 

no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente, d) 

ha sido declarada contraria a la Constitución, e) a pesar de que la norma en cuestión está 

vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque 

a la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente 

señalados por el legislador; 

 

    (ii) Cuando Pese a la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al 

caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación 

razonable o la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación 

contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses 

legítimos de una de las partes o cuando en una decisión judicial se aplica una norma 

jurídica de manera manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la 

hermenéutica jurídica aceptable tal decisión judicial; 

 

(iii) No toma en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes; 

 

(iv) la disposición aplicada se muestra, injustificadamente regresiva o contraria a la 

Constitución; 

 

(v) Un poder concedido al juez por el ordenamiento se utiliza para un fin no previsto en la 

disposición;  

 

(vi) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el 

análisis de otras disposiciones aplicables al caso; 

 

(vii) Se desconoce la norma del ordenamiento jurídico constitucional o infraconstitucional 

aplicable al caso concreto; 

 

(viii) La actuación no está justificada en forma suficiente de manera que se vulneran 

derechos fundamentales; 

 

(ix) Sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial; 

 

(x) El juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una violación manifiesta 

de la Constitución” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

 

Así las cosas, para analizar la configuración del defecto material alegado, es preciso hacer 

hincapié en la interpretación dada por el Tribunal accionado a los hechos que conllevaron a que 

dentro del margen de interpretación, éste no se diera de manera razonable  y su aplicación final 

sea inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra 

legem) y muy  claramente perjudicial para los intereses legítimos de la accionante, pues dicha 

decisión judicial se aplica con normas jurídicas de manera manifiestamente errada, sacando del 
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marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica ver como aceptable tal decisión judicial, 

para ilustrar lo argumentado, me permito citar:  

 

“lo anterior implica que prestó sus servicios, y adquirió su estatus jurídico pensional 

en vigor de las Leyes 33 y 62 de 1985, pues al 29 de enero de 1985- fecha de vigencia- 

había cumplido 14 años, 2 meses y 9 días de servicio como empleado público, de esta 

forma, no se hallaría en transición respecto de estas norma ejusdem; sin embargo, 

no es menos cierto que adquirió el derecho pensional dentro del régimen ibidem, en 

consecuencia, de manera previa a la Ley 100 de 1993, pues cumplió el requisito de 

edad el 18 de septiembre de 1990 y se retiró definitivamente del servicio el 30 de junio 

de 1993; cumpliéndose el lleno de los requisitos antes del 1° abril de 1994. 

 

Así las cosas, entendiéndose que, si bien se cita la unificación jurisprudencial del 

Consejo de Estado que estableció la distinción ya expresada, además de la 

interpretación dada por la Corte Constitucional, se dispuso como referencial para 

indicar que en este caso en particular no se está ante un régimen de transición, sino 

que es un derecho adquirido y debe darse una aplicación integra de las normas que 

le corresponden” 

 

Ahora bien, es vital estudiar cual es el régimen aplicable al caso concreto conforme a lo 

establecido en la ley 100 de 1993 y ley 33 de 1985. 

 

Empecemos por hacer una remisión a lo consagrado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, en 

el cual se estableció: 

 

“ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, 

continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los 

hombres, hasta el año 2014*, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es 

decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 

 

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 

cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en 

vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios 

cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las 

demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de 

vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. 

 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 

anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio 

de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el 

tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice 

de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE.” 
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No obstante, lo anterior de acuerdo a las pruebas arrimadas al proceso, el régimen de 

transición del actor es el contenido en la Ley 33 de 1985, que dispuso lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 1º.- El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o 

discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la 

respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación 

equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base 

para los aportes durante el último año de servicio. Ver Artículo 45 Decreto Nacional 1045 

de 1978 

 

No quedan sujetos a esta regla general los empleados oficiales que trabajan en 

actividades que por su naturaleza justifiquen la excepción que la Ley haya determinado 

expresamente, ni aquellos que por ley disfruten de un régimen especial de pensiones. 

 

En todo caso, a partir de la fecha de vigencia de esta Ley, ningún empleado oficial, podrá 

ser obligado, sin su consentimiento expreso y escrito, a jubilarse antes de la edad de 

sesenta años (60), salvo las excepciones que, por vía general, establezca el Gobierno. 

Modifica el Artículo 25 Decreto Nacional 2400 de 1968Decreto Nacional 1950 de 1973 

Artículo 86 Decreto Nacional 1848 de 1969 

 

PARÁGRAFO 1º. Para calcular el tiempo de servicio que da derecho a la pensión de 

jubilación o vejez, solo se computarán como jornadas completas de trabajo las de cuatro 

(4) o más horas diarias. Si las horas de trabajo señaladas para el respectivo empleo o tarea 

no llegan a ese límite, el cómputo se hará sumando las horas de trabajo real y 

dividiéndolas por cuatro (4); el resultado que así se obtenga se tomará como el de días 

laborados y se adicionará con los de descanso remunerado y de vacaciones, conforme a 

la ley. 

 

PARÁGRAFO 2º. Para los empleados oficiales que a la fecha de la presente Ley hayan 

cumplido quince (15) años continuos o discontinuos de servicio, continuarán aplicándose 

las disposiciones sobre edad de jubilación que regían con anterioridad a la presente Ley.” 

(Negrilla y subrayado nuestro) 

 

Elseñor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA fue vinculado al servicio del Estado Colombiano, 

En el Ministerio de Justicia, desde el 01 de septembre de 1968 hasta el 05 de octubre de 1970, 

En el ICBF, desde el  13 de mayo de 1971 hasta el 5 de diciembre de 1976 y En el Ministerio de 

Justicia, desde el 17 de abril de 1978 hasta el 30 de junio de 1993, por lo que el accionante para 

el 13 de febrero de 1985, fecha en que entro en vigencia la Ley 33 de 1985, si bien cierto no 

tenía más de 15 años de servicios, tambien lo es que, NO cumplió el status en vigencia de la Ley 

100, ni laboró, de allí que, por principio de favorabilidad es beneficiario(a) de la transición de le 

la Ley 33 de 1985.  

 

Así que, la mencionada aplicación, resulta contraria al régimen del cual es beneficiario(a) el(la) 

accionante, puesto que, la interpretación dada por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
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CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, exceden su ámbito de aplicación 

normativa, y en consecuencia las sentencia proferidas contiene un defecto sustantivo, en virtud 

de que se apartaron del marco Jurídico que corresponde analizar para resolver el caso concreto, 

desconociendo que el régimen aplicable al(a) actor(a) era el contenido en el parágrafo 2° del 

artículo 1° de la Ley 33 de 1985, por tanto que, para liquidar el monto de la pensión debía 

aplicarse el contenido de la Ley 6 de 1945, los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969 y el 

Decreto 1045 de 1978; así las cosas, el juez constitucional en aras de impartir protección a los 

derechos constitucionales que le asistente a mi prohijado(a), debe proceder a dejar si efectos 

la sentencia, ordenando al Juzgador dictar un fallo donde corrija el defecto advertido.  

 

Finalmente, de concluye que la decisión de la autoridad judicial accionada incurrió en un 

defecto sustantivo, por cuanto se limitó a definir el Ingreso Base de Liquidación y los factores 

salariales aplicables a la pensión de la cual es beneficiaria la señora MARINA CASTAÑEDA DE 

BELTRAN, con fundamento en los factores que se encuentran enlistados en el artículo 1° la Ley 

62 de 1985, desconociendo que la pensión del actor se sujetaba a distintos preceptos legales. 

 

En efecto, se tiene que el Tribunal accionado realizó una interpretación sesgada de la normativa 

aplicable al caso concreto y de los elementos probatorios allegados al proceso de nulidad y 

restablecimiento, lo que le impidió realizar un análisis crítico y coherente del régimen pensional 

del tutelante, ocasionando con ello una vulneración de los derechos al debido proceso, 

seguridad social e igualdad de la señora MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN. 

 

Finalmente, pese a que la demanda fue presentada ANTERIOR A LA SNETENCIA DEL 28 DE AGOSTO 

DE 2018, lo que evidencia que, para la fecha de presentación de la misma, la jurisprudencia 

imperante correspondía a la posición en la cual el Consejo de Estado ordenaba la inclusión de los 

factores de salario devengados en el último año de servicio, por tanto, de haberse surtido un trámite 

procesal OPORTUNO, el actor no tendría que estar soportando la aplicación de un precedente 

jurisprudencial que hoy lo perjudica, y que por lo demás no le es aplicable, pues como 

reiteradamente he indicado, éste(a) era acreedor(a) al régimen de transición de la Ley 33 de 1985, 

o como se  ha llamado por la jurisprudencia “la transición de la transición”, figura que se 

profundizará más adelante. 

 

 

• DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE: 

 

El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, con 

sus decisiones desconoce el precedente jurisprudencial aplicable al régimen de transición 

contemplado en el parágrafo 2° artículo 1° de la ley 33 de 1985 a que tiene derecho el (la) 

actor(a); y en el cual se ha dejado establecido que la liquidación de la mesada debe tener en 

cuenta los factores salariales que el servidor devengó durante el último año de servicios, en los 

términos del Decreto 1045 de 1978.  

 

Por el contrario, las reglas contenidas en los precedentes jurisprudenciales aplicados por el 

accionado, como lo son las sentencias del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2018, NO 
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pueden aplicarse al régimen de transición contenido en la ley 33 de 1985, dado que su 

aplicación solamente hace referencia al régimen de transición del artículo 36 de la ley 100 de 

1993.  

 

Lo anterior, ha sido ratificado por el Consejo de Estado en reciente jurisprudencia3, donde 

indicó: 

 

“Igualmente, se advierte que el demandante era beneficiario del régimen de transición 

previsto por la Ley 33 de 1985, pues tenía más de 15 años de servicio para su entrada en 

vigencia, lo cual no se afecta por el hecho que la prestación hubiere sido reconocida en 

vigencia de la Ley 100 de 1993, es decir, que de acuerdo con el análisis efectuado en 

precedencia su pensión debía regirse por la Ley 6 de 1945 y no las reglas y subreglas 

definidas para los beneficiarios del régimen de transición de la mencionada ley 100 de 

1993 en la sentencia del 28 de agosto de 2018 de la Sala Plena del Consejo de Estado. 

 

Así las cosas, se observa que el acto de reconocimiento, Resolución 01344 del 29 de junio 

de 1999, fue expedido de cuerdo a la normatividad que regía la situación del señor Pablo 

Emilio Flórez González, tal y como se desprende de su contenido, tal y como se anotó 

previamente. 

 

Sin embrago, la liquidación de la mesada debía tener en cuenta los factores salariales que 

el servidor devengó durante el último año de servicios, en los términos del Decreto 1045 

de 1978, aspecto en relación con el cual, del análisis de los documentos aportados al 

plenario, se videncia que la prima de navidad no fue incluida en la liquidación de la 

prestación, como lo indicó la sentencia de primera instancia, emolumento que debió ser 

tenido en cuenta para el cálculo de la mesada” (negrillas y subrayadas propias). 

 

Igualmente en sentencia de la Sección Tercera, Subsección B del Consejo de Estado4, Consejero 

Ponente Alberto Montaña Plata, se ratificó la anterior postura, indicando: 

 

“62. Al efecto, debe señalarse que la accionante trabajo al servicio del Hospital Regional 

la Candelaria, a partir del 23 de junio de 1963 y, en ese orden, al momento de entrada en 

vigencia de la Ley 33 de 1985 – 13 de febrero de 1985 – contaba con más de 15 años de 

servicio, razón por la cual era beneficiaria del régimen de transición contemplado en el 

parágrafo 2 del artículo 1 de la citada ley. 

 

63. En consecuencia, el régimen aplicable para reliquidar su pensión era el contenido en 

la Ley 6 de 1945, los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969 y el Decreto 1045 de 1978. 

 

 
3 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A. Sentencia del 31 

de Enero de 2019. Radicado: 410012331000201200101 01 (1145-2016). 
4 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B. Sentencia del 10 de 

junio de 2019. Radicado: 11001031500020190166200. 
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64. Dicha situación fue pasada pro alto pro el Tribunal Administrativo del Magdalena, ya 

que, al momento de realizar el análisis normativo sobre el régimen del cual era 

beneficiaria la accionante, se remitió al artículo 36, que determinó el régimen de 

transición de la ley 100 de 1993, e hizo extensivas las sentencias SU-230 de 2013, SU-417 

de 2016, SU-395 de 2017 y SU 023 de 2018, las cuales establecieron reglas para fijar el 

ingreso base de liquidación, para el caso de régimen de transición  contenido en el artículo 

en la referida ley, sin que ello implique que dichas reglas se hagan extensivas a otros 

regímenes como el contenido en la Ley 33 de 1985…” 

 

De otra parte, al negar las pretensiones de la demanda, está desconociendo la jurisprudencia 

de unificación del Honorable Consejo de Estado5 vigente al momento de presentar la demanda 

en el trámite de la primera instancia, donde se indicó que en aras de garantizar los principios 

de igualdad material, primacía de la realidad sobre las formalidades y favorabilidad en materia 

laboral, para liquidar las pensiones de los servidores públicos amparados con el régimen de 

transición se deben tener en cuenta la totalidad de factores salariales devengados durante el 

último año de servicios, toda vez que la Ley 33 de 1985 no indica en forma taxativa los factores 

salariales que conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos están 

simplemente enunciados y no impiden la inclusión de otros conceptos devengados por el 

trabajador durante el último año de prestación de servicios.    

 

Como reiteradamente he indicado, al señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA, le era 

aplicable por principio de favorabilidad el régimen de transición consagrado en la Ley 33 de 

1985, y que por ende la pensión de la cual ahora es beneficiaria la señora MARINA CASTAÑEDA 

DE BELTRA, debe reconocerse y/o reliquidarse de manera integral en los términos, que 

establece en su artículo primero: 

 

“Artículo 1º.- El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o 

discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la 

respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación 

equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base 

para los aportes durante el último año de servicio”. (Negrilla y Subrayado nuestro). 

  

En la norma transcrita se observa claramente, que el monto de la pensión será el equivalente 

al 75% del promedio devengado durante el último año de servicios. En ningún momento la ley 

33 de 1985 establece, como si lo hace la ley 100 de 1993, que para calcular el valor de la mesada 

pensional (ingreso base para liquidar la pensión), deberá tenerse en cuenta lo devengado o 

cotizado durante toda la vida laboral o durante los diez (10) últimos años de servicio, situación 

que para mí poderdante NO aplica, pues de éste artículo solo se toma el inciso correspondiente 

al régimen de transición, que lo exceptúa y que lo remite a la modalidad de cálculo a la norma 

anterior, donde el ingreso base de liquidación es el último año de servicios (ley 33 de 1985). 

 

 
5 Sección Segunda de 4 de agosto de 2010, Exp. 2006-7509, M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
23

48
00

00
50

25
22

00
01



ACOPRES                                      Abogados   Especializados  

ASESORIA Y COBRO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DERECHO LABORAL Y ADMINISTRATIVO  

Calle 72 No. 9-55 Of. 303 Bogotá D.C. 
                                                          PBX 4841310 

  

 

 

 

Lo anterior le permite acceder a pensionarse con el régimen de pensional anterior, por lo que 

a continuación nos permitimos resumir la normatividad aplicable al caso: 

 

El Artículo 4 de la Ley 4ª de 1966: 

 

“A partir de la vigencia de esta Ley, las Pensiones de Jubilación o de invalidez a que 

tengan derecho los trabajadores de una o más entidades de derecho público, se 

liquidaran y pagarán tomando como base el setenta y cinco por ciento (75%) del 

promedio mensual obtenido en el último año de servicios”.  

 

Esta Ley 4/66, fue reglamentada por el D. R. 1743/66, el que en su artículo 5º prescribe: 

 

“A partir del 23 de Abril de 1966 las Pensiones de Jubilación o de Invalidez a que tengan 

derecho los trabajadores de una o más Entidades de Derecho Público serán liquidadas y 

pagadas tomando como base el setenta y cinco por ciento (75%) del promedio mensual 

de salarios devengados durante el último año de servicios, previa la demostración del 

retiro definitivo del servicio público “. (Resaltado Nuestro). 

 

El Artículo 73 del Decreto 1848 de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 1968 repite lo 

dispuesto en las normas anteriores.  

 

Luego, el artículo 276 del Decreto 3135 de 1968 en concordancia con el articulo 68 y del Decreto 

1848 de 19697, vario la edad de jubilación de los varones y la establecido en cincuenta y cinco 

(55) años, norma que cobijo exclusivamente a los empleados del orden nacional. A su vez, la 

última norma en su artículo 73 determinó la forma de liquidación de la prestación en los 

siguientes términos: “(…) CUANTIA DE LA PENSION.  El valor de la pensión mensual vitalicia de 

jubilación será equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del promedio de los salarios y 

prima de toda especia […percibidos…] en el último año de servicios por el empleado oficial que 

haya adquirido el status jurídico de jubilación, por reunir los requisitos señalados por la ley para 

tal fin (…) 

 

La Sección Segunda del Consejo de Estado8 anuló la palabra “percibido” contenida en el Decreto 

Reglamentario 1848, por cuanto se utilizó inapropiadamente, toda vez que el Decreto – Ley 

3135 de 1968 se refiere al concepto de “devengado” que si es un concepto jurídico. 

 

 
6 ARTÍCULO  27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador oficial que sirva veinte (20) 

años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años si es varón, o 50 si es mujer, tendrá derecho a que por 

la respectiva entidad de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del 

promedio de los salarios devengados durante el último año de servicio. 
7 ARTÍCULO 68.- Derecho a la pensión. Todo empleado oficial que preste o haya prestado sus servicios durante 

veinte (20) años, continua o discontinuamente, en las entidades, establecimientos o empresas señalados en el 

artículo 1o. de este decreto, tiene derecho a gozar de pensión de jubilación al cumplir cincuenta y cinco años de 

edad, si es varón, o cincuenta (50) años de edad, si es mujer. 
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Ignacio Reyes 

Posada, sentencia de 07 de junio de 1980, radicación número: 2527. 
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En lo anteriormente expuesto se advierte que no se hace alusión a los factores salariales a 

tener en cuenta para la liquidación de la pensión de jubilación, por lo que se debe acudir a lo 

preceptuado en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, norma posterior, de carácter general, 

que determina explícitamente los factores salariales que deben tenerse en cuenta para efectos 

de liquidar la cesantía y la pensión de jubilación en su artículo 45, así: 

 

Artículo 45. De los factores de salario y para la liquidación de cesantía y pensiones. Para 

efectos del reconocimiento y pago del auxilio de cesantía y de las pensiones a que 

tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales, en la liquidación se 

tendrán en cuenta los siguientes factores de salario: 

 

a) La asignación básica mensual; 

b) Los gastos de representación y la prima técnica; 

c) Los dominicales y feriados; 

d) Las horas extras; 

e) Los auxilios de alimentación y transporte; 

f)  La prima de navidad; 

g) La bonificación por servicios prestados; 

h) La prima de servicios; 

i) Los viáticos que reciben los funcionarios y trabajadores en comisión cunado se 

hayan percibido por un término no inferior a ciento ochenta días en el último año de 

servicios; 

j) Los incrementos salariales por antigüedad adquiridos por disposiciones legales 

anteriores al Decreto-Ley 710 de 1978; 

k) La prima de vacaciones; 

l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días 

de descanso obligatorio; 

ll) Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente otorgadas con 

anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 38 del Decreto 3130 de 

1968; 

 

Bajo este entendido, la pensión de jubilación de aquellos servidores, que se encuentran 

inmersos en el régimen de transición contenido en la Ley 33 de 1985, debe ser liquidada con el 

75% del salario promedio devengado durante el último año de servicio según lo previsto en el 

Decreto-Ley 3135 de 1968, reglamentado por el Decreto 1848 de 1969 y conforme a los 

factores señalados en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978. 

 

Respecto de los factores a tener en cuenta en las pensiones de los beneficiarios del régimen de 

transición de la Ley 33 de 1985, el Consejo de Estado establecido: 

 

“(…) En el presente caso, para el 13 de febrero de 1985, fecha en que entró en vigencia 

la Ley 33 de 1985, el señor Carlos Augusto Monroy Rincón tenía más de 15 años de 

servicio, en tanto inicio sus labores el 20 de agosto de 1959, tal como consta en la 

resolución de reconocimiento visible a folio 2 del expediente, lo que implica su incursión 
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en el régimen de transición previsto en el parágrafo 2° ibidem, que habilita en cuanto a 

la edad el régimen anterior. 

 

A pesar de que la Ley 3 de 1985 no señaló nada en cuanto a la liquidación, considera la 

Sala que en este aspecto se debe aplicar también el régimen anterior, porque resulta 

más favorable al demandante, de no hacerse así, se desconocería el principio mínimo 

fundamental, consagrado en el artículo 53 de la Carta Política que establece la “situación 

más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 

fuentes formales del derecho (…) 

 

Además, no se podría aplicar, por una parte, la disposición legal anterior en cuanto a la 

edad, y por otra, la nueva Ley para establecer la base de liquidación de la pensión, porque 

se incurrirá en violación del principio de “inescindibilidad de la Ley” que prohíbe dentro 

de una sana hermenéutica desmembrar las normas legales.  

 

De esta manera, la pensión de jubilación consagrada en el Decreto Ley 3135 del 1968 se 

reconoce en los términos señalados en el Decreto 1848 de 1969 y sobre los factores 

determinados en el articulo 45 del Decreto Ley 1045 de1978 (…)9 

 

En sentencia del 2 de mayo de 2019, el Consejo de Estado reitera que “… de conformidad con 

el régimen de transición establecido por la Ley 33 de 1985 en el inciso 1 del parágrafo 2 de su 

artículo 1, si para el 13 de febrero de 1985, fecha en la cual cobró vigencia dicha ley, el empleado 

oficial ha reunido los 15 años de servicios continuos os discontinuos, se tiene que es destinatario 

de la pensión de jubilación de conformidad con lo ordenado por el literal b) del artículo 17 de la 

Ley 6 de 1945, es decir con el cumplimiento de 50 años de edad y 20 años de servicios continuos 

o discontinuos, en cuantía equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados en el 

último año de servicio y con los factores salariales contenidos en el artículo 45 del Decreto 1045 

de 1978.10 

 

De acuerdo con el anterior pronunciamiento jurisprudencial, es claro que los factores salariales 

que se deben reconocer en vigencia de la transición de Ley 33 de 1985 al momento de 

determinar el IBL pensional de los empleados públicos, son los que se encuentran enlistados en 

el Decreto 1045 de 1978. 

 

Es de advertir que el Honorable Consejo de Estado ha señalado en múltiples jurisprudencias 

que las pensiones de las personas beneficiarias del régimen de transición de la Ley 33 de 1985, 

se calculan con todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios, 

aunque sobre ellos, o alguno de ellos, no hagan mención taxativa en la norma. Así mismo señalo 

el Alto Tribunal: 

 

 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, C.P. Gabriel Valbuena 

Hernández, Sentencia de 5 de mayo de 2019, exp. 25000-23-42-000-2012-02011-01 (0298-14) actor: Ninfa 

Benavides Beltrán. 
10 Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Segunda, C.P. Gustavo Eduardo Gómez 

Aranguren, Sentencia de 26 de marzo de 2019, exp. 2559-07. 
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“(…) Encontrándose demostrado que el régimen pensional que aplico la Entidad 

 demanda, fue el contemplado en los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969, para efectos 

de determinar la base de liquidación de la pensión de jubilación se acudirá a lo 

preceptuado en el articulo 45 del Decreto 1045 de 1978, norma posterior de carácter 

general que determina explícitamente los factores salariales que deben tenerse en 

cuenta para efectos de liquidar la cesantía y la pensión de jubilación con el siguiente 

tenor literal: (…) 

 

Las normas transcritas señalan unos factores que deben ser entendidos como principio 

general, pues no pueden tomarse como una relación taxativa de factores, que, de hacerlo 

así, se correrá el riesgo de que quedaren por fuera otros que por su naturaleza se pueden 

tomar para poder establecer la base de liquidación (…)”11 

 

Es así que el empleado del sector oficial beneficiario de la transición de la Ley 33 de 1985, que, 

habiendo prestado sus servicios al estado, tiene derecho al reconocimiento total de todos 

aquellos factores que devengó durante su último año de servicios, más aún cuando en el 

plenario está demostrado que el actor es beneficiario del régimen de transición de la Ley 33 de 

1985. 

 

El Consejo de Estado estableció que existen dos grupos de personas, dadas las circunstancias 

pensionales, consistentes en:  

 

“(…) 

49. El primer grupo de personas fue aquel que tenía unos derechos, garantías o beneficios 

adquiridos y establecidos conforme a las disposiciones normativas anteriores, para 

quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren cumplido los requisitos para 

acceder a una pensión o se encontraban pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los 

órdenes del régimen de prima media y del sector privado en general (art11). 

 

50. El segundo grupo de personas, al que quiso proteger el legislador, fue a aquel que 

estaba próximo a adquirir el derecho a la pensión conforme a las disposiciones legales 

anteriores. Para este grupo, la Ley 100 de 1993 otorgó una vigencia ultractiva de algunos 

elementos del régimen pensional que lo cobija, concediéndole a dicho régimen unos 

efectos con el fin que a medida que estas personas cumplieran los requisitos para acceder 

a una pensión adquirieran el derecho en los términos previstos en el artículo 36 de la Ley 

100 de 1993. 

 

 

Por lo expuesto, es claro que el causante VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA,  se halla inmerso 

en el primer grupo descrito y por ende le es aplicable el régimen de transición de la Ley 33 de 

1985, en consideración a que el señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA tenía un derecho un 

 
11 Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B” sentencia de 9 de 

julio de 2009 C.P. Bertha Lucia Ramírez de Páez Rad..: 25000-23-25-000-2004-04442-01 (0208-07). 
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Derecho adquirido y una expectativa legitima de pensionarse bajo dicha normatividad, en 

razón al principio de favorabilidad, si bien, en principio, el Consejo de Estado señaló que no era 

posible la inclusión de conceptos distintos a los dispuestos en las Leyes 33 y 62 de 198512, lo 

cierto es que, con la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, la Corporación acogió 

una tesis distinta que, en su criterio, garantiza los principios de progresividad, igualdad y 

favorabilidad. En esta providencia, se concluyó que la citada Ley 33 de 1985 no contiene una 

lista taxativa de los factores salariales, sino que aquellos están simplemente enunciados y no 

impiden la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador de manera habitual y 

periódica, como retribución por su labor durante el último año de servicios. 

 

En ese sentido, solo si la persona consolidó su derecho previamente al régimen de la Ley 100 

de 1993, se podría dar aplicación plena de la norma que le corresponda, en caso contrario, se 

dará la interpretación de la jurisprudencia de unificación que corresponde al segundo grupo de 

personas. Y como se evidenció previamente, en el asunto se cumple la situación dada para el 

primer grupo de personas. 

 

Ahora bien, el Honorable Consejo de Estado, bajo los estudios de su Sala Plena profirió la 

sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, en la cual después de un arduo estudio de la 

mano de la jurisprudencia de la OIT, de los pronunciamientos de la Honorable  Corte 

Constitucional, y de los mandatos de nuestro Código Sustantivo de Trabajo, ordenó e interpretó 

qué emolumentos conforman el salario en este caso en concreto la asignación básica del 

trabajador y la totalidad de primas devengadas en el último año de servicios, luego entonces, 

una providencia por supuesto respetuosa, no puede entrar a crear un caos legal y 

jurisprudencial en lo que hace a la interpretación objetiva, rebasando con ello los límites de su 

discrecionalidad oficial; en esta providencia el Honorable Consejo de Estado saneo por decirlo 

así, el vació normativo que contenía la Ley 33 de 1985, respecto de la forma de liquidación e 

inclusión de todo lo devengado en el último año de servicios. 

 

Y, en relación con las normas aplicables al monto del salario base de liquidación de la pensión, 

ha indicado el órgano de cierre de la jurisdicción contencioso administrativa lo siguiente:  

 

“… no resultan aplicables las normas reglamentarias de la Ley 100 de 1993 que determina 

las bases que se deben tener en cuenta para la liquidación pensional del personal 

sometido al régimen de transición pensional de que trata el inciso 2° del artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, pues, si la prestación periódica se debe liquidar y reconocer bajo una ley 

especial anterior en los aspectos de edad, tiempo y monto pensionales (este último 

comprende porcentaje y base de la liquidación), será esta normatividad la aplicable en 

esa materia, más cuando contempla una regulación especial, favorable y diferente. Lo 

anterior, por cuanto si se aplicaran las normas generales atinentes al monto pensional 

previstas en la Ley 100 de 1993 y sus disposiciones reglamentarias al personal que reclama 

su reconocimiento pensional definitivo en consideración al régimen de transición del inciso 

 
12 Citó la sentencia del 6 de agosto de 2008 de la Sección Segunda del Consejo de Estado, radicado: 2002-12846. 
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2° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, resultaría desvirtuado e inocuo el régimen 

preferencial transitorio”.13         

 

Bajo este entendido, la pensión de jubilación de aquellos servidores, que se encuentran 

inmersos en el régimen de transición contenido en la Ley 33 de 1985, debe ser liquidada con el 

75% del salario promedio devengado durante el último año de servicio según lo previsto en el 

Decreto-Ley 3135 de 1968, reglamentado por el Decreto 1848 de 1969 y conforme a los 

factores señalados en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978. 

 

Respecto de los factores a tener en cuenta en las pensiones de los beneficiarios del régimen de 

transición de la Ley 33 de 1985, el Consejo de Estado establecido: 

 

“(…) En el presente caso, para el 13 de febrero de 1985, fecha en que entró en vigencia 

la Ley 33 de 1985, el señor Carlos Augusto Monroy Rincón tenía más de 15 años de 

servicio, en tanto inicio sus labores el 20 de agosto de 1959, tal como consta en la 

resolución de reconocimiento visible a folio 2 del expediente, lo que implica su incursión 

en el régimen de transición previsto en el parágrafo 2° ibidem, que habilita en cuanto a 

la edad el régimen anterior. 

 

A pesar de que la Ley 3 de 1985 no señaló nada en cuanto a la liquidación, considera la 

Sala que en este aspecto se debe aplicar también el régimen anterior, porque resulta 

más favorable al demandante, de no hacerse así, se desconocería el principio mínimo 

fundamental, consagrado en el artículo 53 de la Carta Política que establece la “situación 

más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 

fuentes formales del derecho (…) 

 

Además, no se podría aplicar, por una parte, la disposición legal anterior en cuanto a la 

edad, y por otra, la nueva Ley para establecer la base de liquidación de la pensión, porque 

se incurrirá en violación del principio de “inescindibilidad de la Ley” que prohíbe dentro 

de una sana hermenéutica desmembrar las normas legales.  

 

De esta manera, la pensión de jubilación consagrada en el Decreto Ley 3135 del 1968 se 

reconoce en los términos señalados en el Decreto 1848 de 1969 y sobre los factores 

determinados en el artículo 45 del Decreto Ley 1045 de1978 (…)14 

 

En sentencia del 2 de mayo de 2019, el Consejo de Estado reitera que “… de conformidad con 

el régimen de transición establecido por la Ley 33 de 1985 en el inciso 1 del parágrafo 2 de su 

artículo 1, si para el 13 de febrero de 1985, fecha en la cual cobró vigencia dicha ley, el empleado 

oficial ha reunido los 15 años de servicios continuos os discontinuos, se tiene que es destinatario 

de la pensión de jubilación de conformidad con lo ordenado por el literal b) del artículo 17 de la 

 
13 Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 12 de mayo de 2005, Exp. 25000232500020000468501. 
14 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, C.P. Gabriel Valbuena 

Hernández, Sentencia de 5 de mayo de 2019, exp. 25000-23-42-000-2012-02011-01 (0298-14) actor: Ninfa 

Benavides Beltrán. 
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Ley 6 de 1945, es decir con el cumplimiento de 50 años de edad y 20 años de servicios continuos 

o discontinuos, en cuantía equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados en el 

último año de servicio y con los factores salariales contenidos en el artículo 45 del Decreto 1045 

de 1978.15 

 

De acuerdo con el anterior pronunciamiento jurisprudencial, es claro que los factores salariales 

que se deben reconocer en vigencia de la transición de Ley 33 de 1985 al momento de 

determinar el IBL pensional de los empleados públicos, son los que se encuentran enlistados en 

el Decreto 1045 de 1978. 

 

Es de advertir que el Honorable Consejo de Estado ha señalado en múltiples jurisprudencias 

que las pensiones de las personas beneficiarias del régimen de transición de la Ley 33 de 1985, 

se calculan con todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios, 

aunque sobre ellos, o alguno de ellos, no hagan mención taxativa en la norma. Así mismo señalo 

el Alto Tribunal: 

 

“(…) Encontrándose demostrado que el régimen pensional que aplico la Entidad 

 demanda, fue el contemplado en los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969, para efectos 

de determinar la base de liquidación de la pensión de jubilación se acudirá a lo 

preceptuado en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, norma posterior de carácter 

general que determina explícitamente los factores salariales que deben tenerse en 

cuenta para efectos de liquidar la cesantía y la pensión de jubilación con el siguiente 

tenor literal: (…) 

 

Las normas transcritas señalan unos factores que deben ser entendidos como principio 

general, pues no pueden tomarse como una relación taxativa de factores, que, de hacerlo 

así, se correrá el riesgo de que quedaren por fuera otros que por su naturaleza se pueden 

tomar para poder establecer la base de liquidación (…)”16 

 

Es así que el empleado del sector oficial beneficiario de la transición de la Ley 33 de 1985, que, 

habiendo prestado sus servicios al estado, tiene derecho al reconocimiento total de todos 

aquellos factores que devengó durante su último año de servicios, más aún cuando en el 

plenario está demostrado que el actor es beneficiario del régimen de transición de la Ley 33 de 

1985. 

 

Ahora bien, con respecto a la aplicación de los factores salariales tema aquí debatido el 

Honorable Consejo de Estado, Sección Segunda, en reciente jurisprudencia17, donde indicó: 

 

 
15 Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Segunda, C.P. Gustavo Eduardo Gómez 

Aranguren, Sentencia de 26 de marzo de 2019, exp. 2559-07. 
16 Consejo de Estado, Sala de Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B” sentencia de 9 de 

julio de 2009 C.P. Bertha Lucia Ramírez de Páez Rad..: 25000-23-25-000-2004-04442-01 (0208-07). 
17 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A. Sentencia del 31 

de Enero de 2019. Radicado: 410012331000201200101 01 (1145-2016). 

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
23

48
00

00
50

25
22

00
01



ACOPRES                                      Abogados   Especializados  

ASESORIA Y COBRO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DERECHO LABORAL Y ADMINISTRATIVO  

Calle 72 No. 9-55 Of. 303 Bogotá D.C. 
                                                          PBX 4841310 

  

 

 

 

“Igualmente, se advierte que el demandante era beneficiario del régimen de 

transición previsto por la Ley 33 de 1985, pues tenía más de 15 años de servicio para 

su entrada en vigencia, lo cual no se afecta por el hecho que la prestación hubiere 

sido reconocida en vigencia de la Ley 100 de 1993, es decir, que de acuerdo con el 

análisis efectuado en precedencia su pensión debía regirse por la Ley 6 de 1945 y no 

las reglas y subreglas definidas para los beneficiarios del régimen de transición de la 

mencionada ley 100 de 1993 en la sentencia del 28 de agosto de 2018 de la Sala Plena 

del Consejo de Estado. 

 

Así las cosas, se observa que el acto de reconocimiento, Resolución 01344 del 29 de 

junio de 1999, fue expedido de cuerdo a la normatividad que regía la situación del 

señor Pablo Emilio Flórez González, tal y como se desprende de su contenido, tal y 

como se anotó previamente. 

 

Sin embrago, la liquidación de la mesada debía tener en cuenta los factores salariales 

que el servidor devengó durante el último año de servicios, en los términos del 

Decreto 1045 de 1978, aspecto en relación con el cual, del análisis de los documentos 

aportados al plenario, se videncia que la prima de navidad no fue incluida en la 

liquidación de la prestación, como lo indicó la sentencia de primera instancia, 

emolumento que debió ser tenido en cuenta para el cálculo de la mesada” (negrillas 

y subrayadas propias). 

 

En atención al citado precedente, es preciso aclarar que, la Sala no desconoce la competencia 

radicada por la Constitución Política en cabeza del legislador y el ejecutivo respecto de la 

regulación de las prestaciones sociales de los empleados públicos; sin embargo, dada la 

redacción de la disposición analizada, a saber la Ley 33 de 1985 modificada por la Ley 62 del 

mismo año, y el principio de primacía de la realidad sobre las formalidades, no puede 

concederse un alcance restrictivo a dicha norma, pues se corre el riesgo de excluir de la base 

de liquidación pensional factores salariales devengados por el trabajador y que por su 

naturaleza ameritan ser incluidos para tales efectos, los cuales en el transcurso del tiempo han 

cambiado su naturaleza, a fin de hacerlos más restrictivos. 

 

Adicionalmente me permito traer a colación reciente pronunciamiento en sentencia de la 

Sección Tercera, Subsección B del Consejo de Estado18, Consejero Ponente Alberto Montaña 

Plata, se ratificó la anterior postura, indicando: 

 

“62. Al efecto, debe señalarse que el accionante trabajo al servicio del Hospital 

Regional la Candelaria, a partir del 23 de junio de 1963 y, en ese orden, al momento 

de entrada en vigencia de la Ley 33 de 1985 – 13 de febrero de 1985 – contaba con 

más de 15 años de servicio, razón por la cual era beneficiaria del régimen de 

transición contemplado en el parágrafo 2 del artículo 1 de la citada ley. 

 

 
18 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B. Sentencia del 10 

de junio de 2019. Radicado: 11001031500020190166200. 
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63. En consecuencia, el régimen aplicable para reliquidar su pensión era el contenido 

en la Ley 6 de 1945, los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969 y el Decreto 1045 de 

1978. 

 

64. Dicha situación fue pasada por alto por el Tribunal Administrativo del Magdalena, 

ya que, al momento de realizar el análisis normativo sobre el régimen del cual era 

beneficiaria la accionante, se remitió al artículo 36, que determinó el régimen de 

transición de la ley 100 de 1993, e hizo extensivas las sentencias SU-230 de 2013, SU-

417 de 2016, SU-395 de 2017 y SU 023 de 2018, las cuales establecieron reglas para 

fijar el ingreso base de liquidación, para el caso de régimen de transición  contenido 

en el artículo en la referida ley, sin que ello implique que dichas reglas se hagan 

extensivas a otros regímenes como el contenido en la Ley 33 de 1985…” 

 

Así las cosas, es claro que la posición jurisprudencial de Honorable Consejo de Estado, órgano 

de cierre de la jurisdicción contencioso administrativa respecto de casos como el presente en 

el cual se solicita la inclusión de la totalidad de factores salariales devengados durante el último 

año de servicios, es uniforme en cuanto a la orden de inclusión de los mismos siendo entonces 

procedente ordenar la reliquidación solicitada. 

 

Finalmente es relevante traer a colación el siguiente fallo de tutela proferida por el Honorable 

Consejo de Estado, Sección Segunda del 12 de Diciembre de 2019, dentro del proceso No. 

11001-03-15-000-2019-04749-00, con Magistrado Ponente CÉSAR PALOMINO CORTÉS, para 

que conforme a los principios de igualdad, favorabilidad y analogía se tengan en cuenta al fallar 

la presente controversia: 

 

“Con fundamento en lo mencionado, se puede colegir que el señor Colla Hurtado para el 

momento en que entró en vigencia la Ley 33 de 1985 (13 de febrero de 1985), contaba 

con 19 años de servicio, por lo que resultaba beneficiario del régimen de transición 

previsto en el parágrafo 2° del artículo 1° de la Ley 33 de 1985, según el cual "( ...! los 

empleados oficiales que a la fecha de la presente Ley hayan cumplido quince (15) años 

continuos o discontinuos de servicio, continuarán aplicándose las disposiciones sobre 

edad de jubilación que reqian con anterioridad a la presente Ley (…)”. 

 

De esta manera, para la Sala no es de recibo que el Tribunal accionado haya dado por 

sentado que al señor Ary José Colla Hurtado se le aplicaba el régimen de transición de la 

Ley 100 de 1993, sin tener en cuenta que los documentos obrantes en el expediente del 

proceso ordinario permitían inferir que el tutelante había cumplido con el presupuesto 

del tiempo de servicio para beneficiarse de la transitoriedad de la Ley 33 de 1985 y, por 

consiguiente, guardaba la expectativa legitima de obtener su pensión de acuerdo con la 

normativa anterior a la referida Ley 33, una vez cumpliera con todos los requisitos legales 

para ello. 

 

Es importante señalar que la creación de un régimen de transición constituye un 

mecanismo de protección para que los cambios producidos por un tránsito legislativo no 
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afecten desmesuradamente a quienes, si bien, no han adquirido el derecho a la pensión, 

por no haber cumplido la totalidad de los requisitos para ello, tienen una expectativa 

legitima de adquirir ese derecho, por estar próximos a cumplir los requisitos para 

pensionarse, bajo unas mejores condiciones existentes en el momento del tránsito legal. 

 

En este orden de ideas, la Sala colige que el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca 

en la providencia acusada, se limitó a definir los parámetros para determinar el Ingreso 

Base de Liquidación y los factores salariales aplicables a la pensión del señor Ary José 

Colla Hurtado, sin analizar el régimen prestacional que regia el reconocimiento pensional 

del demandante, a partir de los elementos probatorios obrantes en el expediente y los 

argumentos que expuso la parte actora durante el trámite administrativo y judicial. 

 

Es así que en el presente asunto, el Tribunal accionado omitió examinar cual era el 

precepto normativo al que remitía la transición de la Ley 33 de 1985 para determinar el 

presupuesto de la edad que se aplicaba al tutelante y, cuáles eran los mandatos legales 

con los que se debía establecer el tiempo de servicio, la tasa de reemplazo, el periodo de 

liquidación y los factores salariales que se tenían que tomar para el cálculo del Ingreso 

Base de Liquidación de la pensión reclamada por el señor Ary José Colla Hurtado. 

 

Por los anteriores argumentos, la Sala considera que la actuación desplegada por el 

Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en la sentencia de 23 de agosto de 2019 

adolece de defecto fáctico, toda vez que omitió examinar con rigurosidad el material 

probatorio que conformaba el expediente del proceso de nulidad y restablecimiento del 

derecho con radicado 2014.00486 para verificar la historia laboral y los antecedentes 

administrativos del señor Ary José Colla Hurtado, a efectos definir la procedibilidad o no 

de la aplicación del régimen de transición previsto en el en el parágrafo 20 del artículo 

1° de la Ley 33 de 1985, que reclamaba el demandante. 

 

Asi mismo, se advierte que la decisión de la autoridad judicial accionada también 

incurrió en un defecto sustantivo, por cuanto se limitó a definir el Ingreso Base de 

Liquidación y los factores salariales aplicables a la pensión del señor Ary José Colla 

Hurtado, con fundamento en los parámetros que rigen el régimen de transición de la Ley 

100 de 1993, desconociendo que la pensión del actor se sujetaba a distintos preceptos 

legales. 

 

En efecto, se tiene que el Tribunal realizó una interpretación sesgada de la normativa 

aplicable al caso concreto y de los elementos probatorios allegados al proceso de 

nulidad y restablecimiento, lo que le impidió realizar un análisis crítico y coherente del 

régimen pensional del tutelante, ocasionando con ello una vulneración de los derechos 

al debido proceso, seguridad social e igualdad del señor Ary José Colla Hurtado. 

 

 

SOBRE DE TRANSICION DE LA LEY 33 DE 1985 APLICABLE A LA ACCIONANTE: 
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En el presente asunto, el señor VICTOR NODIER BELTRAN ZULUAGA, nació el 17 de julio de 

1928 y presto sus servicios en el Ministerio de Justicia, desde el 01 de septembre de 1968 hasta 

el 05 de octubre de 1970, En el ICBF, desde el  13 de mayo de 1971 hasta el 5 de diciembre de 

1976 y En el Ministerio de Justicia, desde el 17 de abril de 1978 hasta el 30 de junio de 1993. 

 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo primero de la norma en cita, estableció un régimen de 

transición consistente en que los empleados que llevaran un tiempo de servicio de 15 años 

a la fecha de expedición de la Ley, podían pensionarse con los requisitos del régimen anterior 

de pensiones, así: 

  

“Parágrafo 2º. Para los empleados oficiales que a la fecha de la presente Ley hayan 

cumplidos quince (15) años continuos o discontinuos de servicio continuaran 

aplicándose las disposiciones sobre edad de jubilación que regían con anterioridad a 

la presente Ley. 

 

Quienes con veinte (20) años de labor continua o discontinua como empleados 

oficiales, actualmente se hallen retirados del servicio, tendrán derecho cuando 

cumplan los cincuenta (50) años de edad si son mujeres o cincuenta y cinco (55) sin 

son varones, a una pensión de jubilación que se reconocerá y pagara de acuerdo con 

las disposiciones que regían en el momento de su retiro”. 

 

Así las cosas, se debe respetar la expectativa legitima de la demandante, quien cumplió con 

los requisitos para ser beneficiario del régimen de transición señalado en la Ley 33 de 1985, 

pues si bien como se ha reiterado no cumplió los 15 años o más de servicios a la fecha de su 

entrada en vigencia, es decir para el 13 de febrero de 1985, tampoco laboró o cumplió el 

status en vigencia de la Ley 100, de manera que aplicando el principio de favorabilidad, la 

situación jurídica se rige por las condiciones establecidas en los Decretos 3135 de 1968 y 

1045 de 1978. En el caso de autos, la demandante se encuentra amparada por el régimen 

de transición de la Ley 33 de 1985, sin que se puedan exigir nuevos requisitos en virtud de 

la Ley 100 de 1993. 

 

La actual tesis jurisprudencial de la Sección Segunda del Consejo de Estado, determina que 

aquello beneficiarios del régimen de transición de la Ley 33 de 1985, les son aplicables en 

su integridad, es decir las normas que en materia pensional venían rigiendo con anterior, es 

decir que para el caso del demandante seria la establecida en el Decreto Ley 3135 de 1968 

y en los Decretos 1848 de 1969 y 1045 de 1978. 

 

Respecto de la imposibilidad de modificar las condiciones de quien ha cumplido los 

requisitos de un régimen de transición por constituir un derecho adquirido se pronunció la 

H. Corte Constitucional en sentencia C754-04, en la que se indicó: 

 

“… en la Sentencia C-789 de 2002 la Corte advirtió claramente que si el cambio en la 

normativa del régimen de transición ocurre después de haber entrado a regir de 
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transición ocurre después de haber entrado a regir la norma y por tanto luego de 

haberse consolidado la situación de las personas a las que se les aplica, el mismo 

resulta ilegitimo. 

 

De todo lo anterior se desprende que el Legislador al expedir la norma acusada no 

tuvo en cuenta que, como se explicó en la Sentencia C-789 de 2002, si bien frente a 

un tránsito legislativo y al régimen de transición respectivo el derecho a la pensión no 

es un derecho constitucional adquirido, sino una expectativa legitima, si existe un 

derecho al régimen de transición de las personas cobijadas por el mismo. Tampoco 

tuvo en cuenta que una vez entrada en vigencia la disposición que consagra el 

régimen de transición, los trabajadores que cumplen con los requisitos exigidos para 

el mismo consolidan una situación concreta que no se les pueden menoscabar” 

(Negrilla fuera de texto). 

 

Tal posición fue replicada además en sentencia de tutela, como son las T-235 de 2002 y T-

169 de 2003; es así como en la primera se indicó que “…Una vez entre en vigencia la norma 

que establece el régimen transitorio, las personas que reúnen los requisitos para adquirirlo 

consolidan una situación jurídica concreta que no puede ser menoscabada. Es además un 

auténtico derecho subjetivo que le da a su titular el derecho a que se le reconozca la 

prestación en las condiciones establecidas en la normatividad anterior y a acudir ante la 

jurisdicción en caso de incumplimiento…”, resaltando que los derechos provenientes de la 

seguridad social son irrenunciables, conforme a los artículos 48 y 53 de la Constitución. 

 

Por lo expuesto, es evidente que conforme a las tesis de la Corte Constitucional hace 

evidente que modificar elementos esenciales del régimen de transición a quienes reúnen 

los requisitos para adquirirlo una vez la disposición ha entrado en vigencia es “ilegitimo”. 

 

 

VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 

 

 

• DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

• VIDA DIGNA Y MINIMO VITAL DE LAS PERSONAS DE LA TERCERA EDAD 

• DERECHOS ADQUIRIDOS Y EXPECTATIVAS LEGÍTIMAS, 

• PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA 

• PRINCIPIO FAVORABILIDAD LABORAL E INESCINDIBILIDAD DE LA LEY 

• DEBIDO PROCESO 

• DERECHO A LA IGUALDAD PROCESAL 

 

 

- DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

La seguridad social fue elevada a rango de derecho fundamental con la Carta Política de 1991, 

en sus artículos 48 y 49, es por ello que la Corte Constitucional consideraba, hasta antes del año 

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
23

48
00

00
50

25
22

00
01



ACOPRES                                      Abogados   Especializados  

ASESORIA Y COBRO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DERECHO LABORAL Y ADMINISTRATIVO  

Calle 72 No. 9-55 Of. 303 Bogotá D.C. 
                                                          PBX 4841310 

  

 

 

 

2014, que era procedente la tutela para evitar que las Entidades escindieran el Ingreso Base 

de Liquidación del monto cuando el pensionado se encontraba cobijado por el régimen de 

transición previsto la Ley 33 de 1985 y en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

 

En sentencia T-798 de 2009 se sostuvo además que el régimen de transición “es una norma de 

orden público que debe aplicarse en todos los casos, puesto que constituye una expresión directa 

de los principios de favorabilidad, irrenunciabilidad y respeto a los derechos adquiridos que 

caracterizan el derecho a la seguridad social, los cuales se encuentran consignados en el artículo 

53 de la carta…”, por lo que constituye un verdadero derecho subjetivo exigible ante las 

autoridades administrativas y judiciales, naturaleza que implica que su inaplicación parcial o 

total, en los eventos en los que es evidente que la persona se encuentra dentro de los 

presupuestos de hecho contemplados en la norma, “…constituye uno de los casos en los cuales 

se configura una vía de hecho administrativa…” 

 

• VIDA DIGNA Y MINIMO VITAL DE LAS PERSONAS DE LA TERCERA EDAD 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-251 de 2007, “La jurisprudencia de esta Corporación 

había sostenido reiteradamente que la controversia objeto de estudio tenía raigambre 

constitucional debido a que (i) existe una relación inescindible entre la eficacia del derecho a la 

seguridad social en pensiones y la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital y a 

la igualdad, vinculo que resulta manifiesto en aquellas personas que culminada su vida laboral, 

vinculo que resulta manifiesto en aquellas personas que culminada su vida laboral y ante el 

cumplimiento de los requisitos legales aplicables, adquieren el estatus de jubilados, condición 

que no puede ser desconocida si poner en riesgo cierto su subsistencia; y (ii) el Texto 

Constitucional reconoce carácter irrenunciable a la seguridad social, habida cuenta la aludida 

relación entre este derecho y la protección de la subsistencia en condiciones dignas. En este 

sentido, admitir que la interpretación indebida de las normas legales aplicables afectara el 

derecho a acceder a esa prestación, contradice dicho carácter…” 

 

• DERECHOS ADQUIRIDOS Y EXPECTATIVAS LEGÍTIMAS 

 

En la sentencia C-168 de 1995, más allá de los derechos adquiridos, la Corte Constitucional dio 

prelación a las meras expectativas, como el caso de aquellos servidores públicos beneficiarios 

del régimen de transición. Allí se indicó:  

 

“Dado que en la ley 100 de 1993 se modifican algunos de los requisitos para acceder a la 

pensión de vejez, se establece en el inciso segundo del artículo 36, materia de acusación, 

un régimen de transición que da derecho a obtener ese beneficio mediante el 

cumplimiento de los requisitos de edad, tiempo de servicio, o semanas cotizadas 

estatuidas en la legislación anterior, para las personas que a la fecha de entrar a regir el 

nuevo sistema de seguridad social, tengan 35 años o más de edad si son mujeres, y 40 o 

más años de edad si son hombres; o a quienes hayan cumplido 15 o más años de servicios 

cotizados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para obtener tal 

derecho son los contenidos en las disposiciones de la nueva ley.  
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En el inciso tercero se fija el ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas 

antes citadas, disponiendo que para quienes les faltare "menos" de diez (10) años de 

servicio para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les 

hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior, 

actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, 

según certificación que expida el DANE. Y, si el tiempo que les hiciere falta fuere igual o 

inferior a dos (2) años a la entrada de vigencia de la ley, el ingreso base para liquidar la 

pensión será el promedio de lo devengado en los dos (2) últimos años, para los 

trabajadores del sector privado y de un (1) año para los servidores públicos. 

  

Adviértase, cómo el legislador con estas disposiciones legales va más allá de la protección 

de los derechos adquiridos, para salvaguardar las expectativas de quienes están próximos 

por edad, tiempo de servicios o número de semanas cotizadas a adquirir el derecho a la 

pensión de vejez, lo que corresponde a una plausible política social que, en lugar de violar 

la Constitución, se adecua al artículo 25 que ordena dar especial protección al 

trabajo”. (Subrayado nuestro) 

 

La jurisprudencia constitucional ha puntualizado que la Constitución protege la expectativa 

legítima de acceder a un derecho, y por tal motivo la Corte Constitucional ha señalado que las 

expectativas legítimas son merecedoras de una protección intermedia atendiendo a los factores 

relevantes del asunto específico y los criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 

 

Las expectativas legítimas se ubican en una posición intermedia entre las meras expectativas y 

los derechos adquiridos. Las tres figuras hacen alusión a la posición fáctica y jurídica concreta 

en que podría encontrarse un sujeto frente a un derecho subjetivo. Una persona tiene 

un derecho adquirido cuando ha cumplido la totalidad de los requisitos exigidos para el 

reconocimiento del mismo; estará ante una mera expectativa cuando no reúna ninguno de los 

presupuestos de acceso a la prestación; y tendrá una expectativa legítima o derecho eventual 

cuando logre consolidar una situación fáctica y jurídica concreta en virtud de la satisfacción de 

alguno de los requisitos relevantes de reconocimiento del derecho subjetivo.  

 

En la sentencia C-789 de 2002 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) la Corporación identificó la existencia 

de una posición jurídica denominada expectativa legítima, la que otorga a sus beneficiarios una 

particular protección frente a cambios normativos que menoscaban las fundadas aspiraciones 

de quienes están próximos a reunir los requisitos de reconocimiento de un derecho subjetivo. 

El Tribunal puntualizó que el establecimiento de regímenes de transición representa uno de los 

instrumentos de salvaguarda de las expectativas legítimas, pues no resulta constitucionalmente 

admisible que una persona que ha desplegado un importante esfuerzo en la consecución de un 

derecho y se encuentra próxima a acceder a él, vea afectada su posición de forma abrupta o 

desproporcionada. Al respecto la citada providencia señaló que “La creación de un régimen de 

transición constituye entonces un mecanismo de protección para que los cambios producidos 

por un tránsito legislativo no afecten desmesuradamente a quienes, si bien no han adquirido el 

derecho a la pensión, por no haber cumplido los requisitos para ello, tienen una expectativa 
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legítima de adquirir ese derecho, por estar próximos a cumplir los requisitos para pensionares, 

en el momento del tránsito legislativo”. 

 

Así mismo, en sentencia C-428 de 2009 (M.P. Mauricio González Cuervo) el Tribunal 

Constitucional sintetizó su jurisprudencia sobre la protección brindada a las expectativas 

legítimas mediante los regímenes de transición en los siguientes términos: “Los regímenes de 

transición, en consecuencia, (i) recaen sobre expectativas legítimas de los asociados y no sobre 

derechos adquiridos; (ii) su fundamento es el de salvaguardar las aspiraciones de quienes están 

cerca de acceder a un derecho específico de conformidad con el régimen anterior  y (iii) su 

propósito es el de evitar que la subrogación, derogación o modificación del régimen anterior, 

impacte excesivamente las aspiraciones válidas de los asociados, especialmente si existe la 

posibilidad de minimizar esa incidencia y de armonizar las expectativas ciudadanas y los cambios 

legislativos a través de un régimen de transición.||Como el legislador tiene plena competencia 

para modificar la ley como parte de sus atribuciones constitucionales (Art. 150 numeral 1 C.P.) 

y puede hacerlo dentro del margen de configuración que le es propio, es constitucionalmente 

legítimo que se utilice la figura del régimen de transición para evitar que una decisión 

relacionada con expectativas pensionales legítimas bajo la vigencia de una ley, se vea 

desvirtuada completamente por una ley posterior, en desmedro de quienes aspiraban a que sus 

derechos pudieran llegar a consolidarse bajo el régimen previo” 

 

 

• PRINCIPIO DE LA SEGURIDAD JURIDICA:  

 

Sobre la seguridad jurídica y su alcance se consigna en la sentencia T-502 de 2002, lo 

siguiente:  

 

“3. La seguridad jurídica es un principio central en los ordenamientos jurídicos 

occidentales. La Corte ha señalado que este principio ostenta rango constitucional y lo ha 

derivado del preámbulo de la Constitución y de los artículos 1, 2, 4, 5 y 6 de la Carta // La 

seguridad jurídica es un principio que atraviesa la estructura del Estado de Derecho y 

abarca varias dimensiones. En términos generales supone una garantía de certeza. Esta 

garantía acompaña otros principios y derechos en el ordenamiento. La seguridad jurídica 

no es un principio que pueda esgrimirse autónomamente, sino que se predica de algo. Así, 

la seguridad jurídica no puede invocarse de manera autónoma para desconocer la 

jerarquía normativa, en particular frente a la garantía de la efectividad de los derechos 

constitucionales y humanos de las personas // En materia de competencias, la seguridad 

jurídica opera en una doble dimensión. De una parte, estabiliza (sin lo cual no existe 

certeza) las competencias de la administración, el legislador o los jueces, de manera que 

los ciudadanos no se vean sorprendidos por cambios de competencia. Por otra parte, 

otorga certeza sobre el momento en el cual ocurrirá la solución del asunto sometido a 

consideración del Estado. En el plano constitucional ello se aprecia en la existencia de 

términos perentorios para adoptar decisiones legislativas (C.P. arts. 160, 162, 163, 166, 

entre otros) o constituyentes (C.P. Art. 375), para intentar ciertas acciones públicas (C.P. 

art. 242 numeral 3), para resolver los juicios de control constitucional abstracto (C.P. art. 
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242 numerales 4 y 5). En el ámbito legal, las normas de procedimiento establecen 

términos dentro de los cuales se deben producir las decisiones judiciales (Códigos de 

Procedimiento Civil, Laboral y de seguridad social, penal y Contencioso Administrativo), 

así como en materia administrativa (en particular, Código Contencioso Administrativo) // 

4. La existencia de un término para decidir garantiza a los asociados que puedan prever 

el momento máximo en el cual una decisión será adoptada. Ello apareja, además, la 

certeza de que cambios normativos que ocurran con posterioridad a dicho término no 

afectará sus pretensiones. En otras palabras, que existe seguridad sobre las normas que 

regulan el conflicto jurídico o la situación jurídica respecto de la cual se solicita la decisión. 

Ello se resuelve en el principio según el cual las relaciones jurídicas se rigen por las normas 

vigentes al momento de configurarse dicha relación, que, en buena medida, se recoge en 

el principio de irretroactividad de la ley; en materia penal, debe señalarse, existe una clara 

excepción, por aplicación del principio de favorabilidad, que confirma la regla general // 

Al considerarse, en el ámbito de la certeza y estabilidad jurídica (seguridad jurídica), la 

existencia de precisos términos para que la administración o el juez adopten decisiones y 

el principio de conocimiento de las normas aplicables al caso concreto, se sigue que dichos 

términos fijan condiciones de estabilización respecto de los cambios normativos. De ahí 

que, durante el término existente para adoptar una decisión, la persona tiene derecho a 

que sean aplicadas las normas vigentes durante dicho término. No podría, salvo 

excepcionales circunstancias en las cuales opera la favorabilidad o por indiscutibles 

razones de igualdad, solicitar que se le aplicaran aquellas disposiciones que entren en 

vigencia una vez se ha adoptado la decisión. Es decir, una vez vencido el término fijado 

normativamente para adoptar una decisión opera una consolidación de las normas 

jurídicas aplicables al caso concreto. Consolidación que se torna derecho por razón del 

principio de seguridad jurídica y, además, constituye un elemento del principio de 

legalidad inscrito en el derecho al debido proceso” 

 

En otras sentencias el alto tribunal Constitucional dijo que: 

 

“La Corte también refirió al grado de vinculación para las autoridades judiciales del 

precedente jurisprudencial emitido por las altas cortes.  Resulta válido que dichas 

autoridades, merced de la autonomía que les reconoce la Carta Política, puedan en 

eventos concretos apartarse del precedente, pero en cualquier caso esa opción 

argumentativa está sometida a estrictos requisitos, entre otros (i) hacer explícitas las 

razones por las cuales se aparte de la jurisprudencia en vigor sobre la materia objeto de 

escrutinio judicial; y (ii) demostrar suficientemente que la interpretación alternativa que 

se ofrece desarrolla de mejor manera los derechos, principios y valores 

constitucionales.  Esta opción, aceptada por la jurisprudencia de este Tribunal, está 

sustentada en reconocer que el sistema jurídico colombiano responde a una tradición de 

derecho legislado, la cual matiza, aunque no elimina, el carácter vinculante del 

precedente, lo que no sucede con otros modelos propios del derecho consuetudinario, 

donde el precedente es obligatorio, basado en el principio del stare decisis. Sin embargo, 

debe resaltarse que la opción en comento en ningún modo habilita a las autoridades 

judiciales para, en el ejercicio distorsionado de su autonomía, opten por desconocer el 
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precedente, tanto de carácter vertical como horizontal, ante la identidad de supuestos 

jurídicos y fácticos relevantes, sin cumplir con los requisitos antes mencionados.  Por lo 

tanto, resultarán inadmisibles, por ser contrarias a los principios de igualdad, legalidad y 

seguridad jurídica, posturas que nieguen la fuerza vinculante prima facie del precedente, 

fundamenten el cambio de jurisprudencia en un simple arrepentimiento o cambio de 

parecer, o sustenten esa decisión en el particular entendimiento que el juez o tribunal 

tengan de las reglas formales de derecho aplicables al caso.  En otras palabras, para que 

la objeción al precedente jurisprudencial resulte válida, conforme a la perspectiva 

expuesta, deberá demostrarse a que esa opción es imperiosa, en tanto concurren 

razones sustantivas y suficientes para adoptar esta postura, en tanto el arreglo 

jurisprudencial existente se muestra inaceptable.  Estas razones, a su vez, no pueden ser 

otras que lograr la vigencia de los derechos, principios y valores constitucionales.  En 

cambio, cuando el desconocimiento del precedente solo obedece a una actuación 

arbitraria del funcionario judicial, se está ante un abierto desconocimiento del principio 

de legalidad, sometido a las sanciones y demás consecuencias jurídicas que el 

ordenamiento reserva para conductas de esa naturaleza. Incluso, la Corte ha reconocido 

que tales decisiones arbitrarias, que desconocen injustificadamente el contenido y alcance 

de una regla jurídica, fijada con criterio de autoridad por una alta corte, puede configurar 

el delito de prevaricato, puesto que en esos casos no solo se está ante la ausencia de 

disciplina jurisprudencial, sino también ante una decisión que se aparte radicalmente del 

orden jurídico. No sucede lo mismo cuando se trata de autoridades administrativas.  En 

este caso, habida cuenta que esos funcionarios carecen del grado de autonomía que sí 

tienen las autoridades judiciales, el acatamiento del precedente jurisprudencial es 

estricto, sin que resulte admisible la opción de apartarse del mismo.  Ello en el entendido 

que la definición, con fuerza de autoridad, que hacen las altas cortes del contenido y 

alcance de los derechos y, en general, de las reglas constitucionales y legales, resulta 

imperativa para la administración.” 19 

 

Así las cosas, reconociéndose que la actividad de lo público en Colombia debe velar por la 

efectiva y correcta materialización y protección de los derechos de 1º, 2º y 3º generación, el 

juez tiene autorización constitucional para no acoger las sentencias, por cuanto de aplicarse a 

la situación en concreto de los empleados públicos en régimen de transición de transición de la 

Ley 33 de 1985, se estarían violando principios constitucionales, derechos fundamentales y 

disminuiría el nivel de protección ya alcanzado con respecto al goce de un derecho, lo cual se 

encuentra prohibido conforme lo determina el Pacto Internacional de los Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales artículo 2.1 ( norma que hace parte del bloque de 

constitucionalidad en sentido estricto).  

 

 

• PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD E INESCINDIBILIDAD DE LA LEY 

 

 
19 Op. Cit. Corte Constitucional. Sentencia C 634 de 2011. 
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Mi mandante tiene un derecho adquirido a que se le aplique dicho principio de derecho que 

ha sido desarrollado, entre otras normas, por el Art. 21 del C.S.T. que establece el derecho a la 

norma más favorable; y por ende, a que la norma que se adopte, sea aplicada en su integridad. 

Al respecto el Art. 21 del C.S.T. dice:  

 

“ARTICULO 21. NORMAS MÁS FAVORABLES. En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de 

normas vigentes de trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se adopte 

debe aplicarse en su integridad.” (Resalté)  

 

Este derecho tiene respaldo en el Art. 230 de la C.N. que establece que los jueces están 

sometidos al imperio de la Ley, la doctrina y la jurisprudencia, son criterio auxiliar. Y dado que 

la ley es clara, no admite interpretación. Por lo tanto, no se puede aplicar jurisprudencia que 

desconozca el derecho que tiene mi mandante a que se le resuelva su caso de conformidad con 

la Ley 33 del 85 y la Sentencia del 4 de agosto de 2010, que son las más favorables para su caso.  

 

Lo anterior, toda vez que al pretender respetar el régimen de transición de mi mandante 

respecto de la edad y tiempo de cotización con base en el Art. 36 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 

33 del 1985, pero no respecto del Ingreso Base de Liquidación al dar aplicación a lo preceptuado 

en la Ley 100 de 1993, se viola abiertamente el principio de inescindibilidad debido a que se 

realiza la unión o mixtura de dos normas para dar origen a una nueva que tiene como propósito 

final afectar los derechos adquiridos de los pensionados. 

 

Igualmente es preciso indicar que entre los derechos mínimos fundamentales (art. 53 C.P.) de 
los trabajadores, se encuentran la “irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en 
normas laborales” y “LA SITUACIÓN MÁS FAVORABLE AL TRABAJADOR EN CASO DE DUDA EN 
LA APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LAS FUENTES FORMALES DEL DERECHO. 
 
Al respecto de la favorabilidad en materia prestacional se ha indicado: 

 
(...) 

 
“Como lo ha sostenido la Corte, “el principio de favorabilidad en la interpretación y 
aplicación de la norma laboral, configura un mandato imperativo del Constituyente, 
motivo por el cual ninguna autoridad puede sustraerse a darle plena eficacia”20. Como 
lo ha sostenido esta Corporación y ahora se reitera: “(...) considera la Corte que “la 
condición más beneficiosa” para el trabajador, se encuentra plenamente garantizada 
mediante la aplicación del principio de favorabilidad que se consagra en materia laboral, 
no sólo a nivel constitucional, sino también legal, y a quien corresponde determinar en 
cada caso concreto cuál norma es más ventajosa o benéfica para el trabajador es a 
quien ha de aplicarla o interpretarla. En nuestro Ordenamiento Superior el principio de 
favorabilidad se halla regulado en los siguientes términos: “situación más favorable al 
trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 
derecho”, precepto que debe incluirse en el estatuto del trabajo que dicte el Congreso. 

  

 
20 Cfr. T-440, T-369, T-242, T-549, C-177 todas de 1998 y T-1294 de 2002 
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De conformidad con este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla 
regulada en distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre, convención 
colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o interpretar las normas 
escoger aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador. La favorabilidad 
opera, entonces, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de distinta fuente 
formal, o entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe una sola 
norma que admite varias interpretaciones; la norma así escogida debe ser aplicada en 
su integridad, ya que no le esta permitido al juez elegir de cada norma lo más ventajoso 
y crear una tercera, pues se estaría convirtiendo en legislador”21. 

 

 

El Consejo de Estado ha considerado la inescindibilidad de regímenes y el principio de 

favorabilidad (artículo 53 C.P.) ante la duda en la interpretación del régimen de transición, para 

considerar que dentro del concepto de monto se encuentra el de ingreso base de liquidación, 

por lo que, ha considerado que “el alcance del régimen de transición respecto de estas personas 

es integral e implica que los diferentes elementos que definen el reconocimiento y pago del 

derecho pensional sean gobernados sin discriminación alguna por la normatividad anterior”22, 

lo que excluye la aplicación del IBL señalado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

 

Al respecto, es necesario traer a colación también, la sentencia del día quince (15) de septiembre 

de dos mil once (2011), de la Magistrada Ponente, Bertha Lucía Ramírez de Páez, Radicado No. 

25000-23-25-000-2008-01097-01(0926-11), en la que se indicó lo siguiente respecto del principio 

de inescindibilidad:  

 

“No es aplicable al sub lite lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 de la ley 100 de 

1993, para efectos de determinar el ingreso base de liquidación, pues la pensión del 

demandante fue reconocida con base en lo preceptuado por el artículo 1 de la Ley 33 de 1985 

que limitó el valor de la pensión al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicio.  

 

Aplicar dos normas legales diferentes para efectos del reconocimiento y liquidación de una 

misma pensión implicaría la violación del principio de “inescindibilidad de la ley” que prohíbe 

la aplicación parcial de las normas legales”. 

 

Posición que fue revalidada nuevamente por el Consejo de Estado -Sección Segunda Subsección 

A en providencia de extensión de jurisprudencia del 24 de noviembre de 2016 M.P GABRIEL 

VALBUENA HERNÁNDEZ radicado 11001-03-25-000-2013-01341-00, en cuanto a que el IBL será 

el correspondiente al 75% de los factores salariales de carácter legal devengados en el último 

año de servicio; así:  

 

“(x).- Aplicar el criterio de la Sección Segunda del Consejo de Estado no violenta el 

principio de la razonabilidad en la prestación, pues, en suma lo que aquel señala es que 

 
21 Sent. C-168/95 M.P. Carlos Gaviria Díaz 
22 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN A. CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO 
EDUARDO GOMEZ ARANGUREN. BOGOTÁ. DIECIOCHO (18) DE FEBRERO DE DOS MIL DIEZ (2010). RADICACIÓN NÚMERO: 25000-23-25-000-
2004-04269-01(1020-08). 
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los derechos salariales y prestacionales conforman una base integral, siendo la pensión 

de jubilación el reflejo de esa realidad laboral o como lo ha dicho la propia Corte 

Constitucional el salario diferido del trabajador, fruto de su ahorro forzoso durante toda 

una vida de trabajo, compuesto por todos los factores que retribuyen sus servicios. 

 

Por ello, se desestiman los argumentos presentados por el apoderado de la UGPP y el 

representante de la ANDJE para oponerse a la aplicación de la sentencia de unificación 

de 25 de febrero de 2016, exp. 2013-01541 (4683-2013) proferida por la Sección 

Segunda 31 del Consejo de Estado, con respecto a la «interpretación constitucional» del 

régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues: (i) no invocan casos de 

abuso del derecho, válidamente cobijados por la Sentencia SU-427 de 2016 de la Corte 

Constitucional; (ii) no se refieren al «régimen pensional de los congresistas y de los demás 

servidores públicos a quienes les resulte aplicable» (artículo 17 de la Ley 4 de 1992), 

cobijados por la Sentencia C-258 de 2013 de esa misma Corporación; (iii) No se refieren 

a la interpretación y alcance que la Corte Constitucional ha dado a una disposición de la 

Carta Política (doctrina constitucional integradora) sino a la interpretación que la Corte 

Constitucional ha dado a una disposición legal (artículo 36 de la Ley 100 de 1993), lo 

cual, en el mejor caso constituye «doctrina constitucional como criterio auxiliar de la 

interpretación de la ley». 

 

En ese orden de ideas, quienes se encontraban cobijados por las normas de la Ley 33 de 

1985 tenían la expectativa de pensionarse con arreglo a las mismas, en tanto y en 

cuanto, cumplieran a cabalidad los requisitos en ella previstos, dentro de los cuales no 

estaba propiamente el de que su prestación (pensión) fuese liquidada tomando en 

cuenta el promedio de ingresos percibidos en los diez últimos años, sino por el contrario, 

el promedio de los factores salariales devengados en el último año de servicios. Dicho de 

otra manera, los regímenes de transición exceptúan de la aplicación, en todo o en parte, 

del nuevo régimen consagrado en la ley 100 de 1993, más aún, cuando la norma que 

establece el índice base de liquidación, es una norma a todas luces desfavorable cuya 

aplicación retroactiva desconocería principios fundantes del derecho laboral. 

 

Como consecuencia de ello, debe insistir esta Sala que al señor LUIS EDUARDO DELGADO, 

(I) al ser beneficiario del régimen de transición y (ii) estar cobijado por el régimen 

pensional de la Ley 33 de 1985, su pensión habrá de liquidarse tal como lo indica la 

mencionada norma, es decir, una tasa de remplazo de 75% que habrá de aplicarse sobre 

el promedio salarial del último año de servicio, el cual habrá de incluir la totalidad de 

factores salariales devengados por el solicitante en ese último año.” 

 

En dicha jurisprudencia se aclaró igualmente lo siguiente:  

 

“El reconocimiento de una pensión de vejez o de jubilación con ocasión del régimen de 

transición «sin tener en cuenta la reseñada hermenéutica del artículo 36 de la Ley 100 

de 1993, puede derivar en un abuso del derecho de quien se aprovecha de la 

interpretación de las normas o reglas de los regímenes prestacionales 
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preconstitucionales, para fines o resultados incompatibles por el ordenamiento 

jurídico». Cuando esa Corporación se refiere a casos de «abuso del derecho y fraude a la 

ley, no se trata de establecer la existencia de conductas ilícitas o amañadas, sino del 

empleo de una interpretación de la ley que resulta contraria a la Constitución y como 

resultado de la cual, la persona accedió a una pensión, por fuera del sentido conforme a 

la Carta del régimen pensional y que produce una objetiva desproporción y falta de 

razonabilidad en la prestación». Y precisa que esto ocurre, por ejemplo, cuando «bajo el 

amparo de una tesis sobre las reglas de la transición y del ingreso base de liquidación 

defendida por alguna corporación judicial de cierre se obtienen ventajas irrazonables 

frente a la verdadera historia laboral del peticionario». Así, se refiere a los casos en que 

servidores públicos beneficiarios del régimen especial anterior a la Ley 100 y cobijados 

por la transición, «obtienen, en el último año de servicios, un incremento significativo de 

sus ingresos que en realidad no corresponde con su vida laboral, y por el contrario, 

representa un salto abrupto y desproporcionado en los salarios recibidos en toda su 

historia productiva (…)» 

 

De aplicarse a los empleados públicos – caso de mi asistido(a) -, las sentencias que nieguen 

reliquidar las pensiones con todos los factores salariales devengado el último año de servicio y 

que tengan régimen de transición de la Ley 33 de 1985, generaría un violación de derechos, 

pues dicha sentencia contraria el principio de inescindibilidad de la norma, el cual indica que la 

misma debe aplicarse de manera integral, prohibiendo que en situaciones verbigracia la del 

tránsito legislativo se fraccionen las normas para aplicar solo una parte de ellas, pues las normas 

deben aplicarse en su integralidad y en su completitud ya que éstas constituyen un todo 

inescindible. Poder aplicar parcialmente una norma jurídica sería deslegitimar el principio de 

legalidad, además de ser una aberrante violación del principio a la seguridad jurídica y el 

derecho a la igualdad ya que generaría incertidumbre la aplicación de la norma, dejándolo al 

mero arbitrio de las instituciones. 

 

 

• DEBIDO PROCESO: 

 

La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso “como el conjunto de 

garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del 

individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se 

respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia". 

 

Es un derecho fundamental de aplicación inmediata que faculta a toda persona para exigir 

“un proceso público y expedito en el cual se reconozcan todas las garantías 

sustanciales y procesales, desarrollado ante una autoridad competente que actúe con 

independencia e imparcialidad, sin tener en cuenta consideraciones distintas a las previstas en 

la ley.  

 

Según sentencia T-290/98 de la Honorable Corte Constitucional 

“…lo que se protege no es el riguroso seguimiento de reglas de orden legal, sino el manejo de 
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reglas procesales para tomar decisiones que puedan justificarse jurídicamente, es decir, hay 

que ver el debido proceso desde el ámbito constitucional y no desde el simplemente legal…”.   

 

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de los pasos que la ley impone 

a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también el respeto a 

las formalidades propias de cada juicio, que se encuentran contenidas en los principios que los 

inspiran, el tipo de intereses en litigio, y las calidades de los jueces y funcionarios encargados 

de resolver.   

 

Por principio general, las normas rigen siempre hacia el futuro y sólo en forma excepcional y 

expresa, se aplican en forma retroactiva. Este principio, al debido proceso, está establecido en 

el Art. 29 de la Constitución Nacional que consagra, entre otros, el principio de favorabilidad y 

el derecho de defensa. Así mismo, el debido proceso se aplica a todas las actuaciones judiciales 

y administrativas por lo que nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 

que se le imputa. 

 

El Art. 29 de la C.N. Expresamente dice:  

 

“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones JUDICIALES y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a LEYES PREEXISTENTES al acto 

que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 

formas propias de cada juicio. (…)” (Resalté)  

 

Si bien es cierto que el mencionado inciso segundo está referido directamente a asuntos de 

carácter penal, también lo es que dicho principio puede ser aplicable al caso aquí debatido por 

remisión del Art. 306 del C.P.A.C.A, el cual establece, que en los casos no regulados se aplica el 

Código de Procedimiento Civil que a su vez, en su artículo 5°, establece cómo se llenan los vacíos 

y deficiencias del Código. Este artículo fue modificado por el artículo 12 del Código General del 

Proceso, el cual consagra: 

 

‘‘ARTÍCULO 12. Vacíos y deficiencias del código. Cualquier vacío en las disposiciones del 

presente código se llenará con las normas que regulen casos análogos. A falta de estas, 

el juez determinará la forma de realizar los actos procesales con observancia de los 

principios constitucionales y los generales del derecho procesal, procurando hacer 

efectivo-el-derecho-sustancial.’’ -(Resalté). 

 

El derecho al debido proceso también está establecido en el Art. 8 de La Convención Americana 

de los Derechos Humanos. Tratado que fue ratificado por el Congreso mediante la Ley 16 de 

1972, misma que hace parte del bloque de constitucionalidad de conformidad con el Art. 93 de 

la Carta Política y que se encuentra por encima del ordenamiento interno. Dicho artículo 

establece: 

 

“(...) Artículo 8. Garantías Judiciales: 

 

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
23

48
00

00
50

25
22

00
01



ACOPRES                                      Abogados   Especializados  

ASESORIA Y COBRO DE PRESTACIONES SOCIALES 
DERECHO LABORAL Y ADMINISTRATIVO  

Calle 72 No. 9-55 Of. 303 Bogotá D.C. 
                                                          PBX 4841310 

  

 

 

 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter. (…)” 

 

 

• DERECHO A LA IGUALDAD PROCESAL: 

 

El criterio de igualdad es uno de los elementos relevantes que debe considerar el legislador 

aún al regular un ámbito de amplio poder configurativo, como son los procedimientos 

judiciales. 

 

Esto en virtud de la jurisprudencia constitucional, que determina la igualdad y dignidad humana 

como los pilares sobre los que se funda el Estado colombiano. De forma tal que éstos tienen 

proyección sobre todas las fuentes del Derecho en general.  De tal suerte, respecto de las 

instituciones procesales, el principio de igualdad debe regir de manera inequívoca. 

 

Lo que sí resulta necesario es definir cuál noción de igualdad se aplica en las normas de 

procedimiento. Esto es, decidir si se trata del principio de igualdad formal o igualdad ante la 

ley, o si se trata de una igualdad de corte promocional como igualdad material o igualdad de 

trato, o si, por el contrario, como en los demás regímenes, rigen todos los significados de 

igualdad existentes en la Constitución. 

 

La igualdad formal, principio general, dicta que no se distinga entre sujetos y excluye del 

ordenamiento toda forma de discriminación directa o indirecta (art. 13, inc 1 CP). Este implica 

el deber del Estado de abstenerse de concebir normas que diseñen, promuevan o ejecuten 

medidas o interpretaciones del Derecho, que conduzcan a agravar o perpetuar la situación de 

exclusión, marginación o discriminación de grupos tradicionalmente desventajados en la 

sociedad. 

 

La igualdad material por el contrario opera cuando por las condiciones de los sujetos implicados 

en la regulación, se torna imperativo discriminar positivamente. Por ejemplo, a través de 

una compensación transitoria para lograr la igualdad de oportunidades en la entrega de 

beneficios concretos, o mediante cambios políticamente determinados en la distribución de 

recursos dentro de la sociedad.  

 

Esto, a partir del supuesto de la diferencia, como forma de garantizar condiciones de igualdad 

real y efectiva, de tener un trato con resultados equiparables por parte de la ley. Es un principio 

destinado a incluir en el derecho reglas que permitan superar las desigualdades que, de hecho, 

enfrentan diversos grupos tradicionalmente discriminados o marginados, o las personas que, 

por diferentes motivos, se encuentran en situación de vulnerabilidad o debilidad manifiesta. 
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Se habla de igualdad como concepto relacional, en la medida en que su estudio parte de la 

determinación de una relación, característica o elemento común entre dos situaciones, 

personas, o grupos poblacionales. Este concepto además funciona a partir de los principios de 

dar un trato igual a lo igual y un trato desigual a situaciones desiguales23.  

 

En Sentencia C-203/11, respecto del derecho a la igualdad se ha dicho: 

 

"El concepto de igualdad en la configuración de los procesos judiciales, debe primero 

atender a la cuestión de frente a quiénes y respecto de qué se formula la pregunta. Asunto 

que podrá plantearse como un problema de igualdad procesal, pero que debe ser 

precisado en qué tipo de proceso, en qué momento procesal y para qué efectos. Preguntas 

éstas que pueden aludir a la igualdad en el acceso a la administración de justicia, con las 

diferencias y distinciones que surjan en cada caso, o a la igualdad como manifestación del 

debido proceso, entre las partes civiles y laborales, igualdad de armas entre procesado y 

fiscal, igualdad en el derecho de defensa y contradicción del procesado y de las víctimas. 

Estas, entre las muchas respuestas que pueden surgir al problema de la igualdad como 

principio a ser protegido en la configuración legal de los procesos. 

 

Una revisión de los derechos al debido proceso y a la administración de justicia en clave 

de igualdad, que de todos modos deberá partir de la regla general de la igualdad formal 

o ante la ley, en la medida en que se trate de una igualdad entre iguales o entre sujetos 

que merecen igualdad de trato. Pero que también deberá incluir criterios de igualdad 

material, cuando resulte necesario amparar con discriminaciones positivas determinados 

sujetos que participan en los procesos o ante el aparato judicial del Estado". 

 

Finalmente, aludiendo al funcionamiento del derecho de igualdad en la realización del derecho 

contemplado en el artículo 229 C.P., observa que su condición de principio rector del ejercicio 

de la administración de justicia, lo impone como ineludible ante las autoridades judiciales frente 

a los sujetos procesales, sobre quienes tiene el deber de garantizar “idéntico tratamiento frente 

al trámite de los procesos en cada despacho judicial”.  Una subregla que se completa luego con 

la afirmación de que, en la configuración de los procedimientos por la ley, “se prohíben 

diferencias arbitrarias o injustificadas desde el punto de vista jurídico. Las diferencias que se 

presenten en el trámite de un proceso han de obedecer a motivos objetivos y razonables 

debidamente justificados por el fallador, que permitan una vez se analicen los supuestos que se 

comparan, determinar si la medida diferenciadora adoptada es aceptable o no desde el punto 

de vista jurídico”. 

 

De lo anterior se concluye entonces que el legislador al configurar las formas, los términos, los 

derechos, las cargas y obligaciones procesales o en definitiva, las características de cada juicio, 

así como los incidentes y los recursos, en definitiva lo que concreta son los alcances y 

restricciones del derecho de acceso a la administración de justicia. Un derecho fundamental 

que hace parte de las garantías esenciales en los Estados de derecho y sociales de derecho, 

 
23 Sentencias C-345 de 1993 y C-058 de 1994, C-094 de 1993 y T-152 de 2007. 
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tanto por ser la base para el ejercicio del derecho al debido proceso, como también por 

representar un instrumento constitucional para realizar la convivencia pacífica. Un derecho que 

supone, como todos los derechos, posiciones jurídicas de derecho de diversa índole, incluido el 

de igualdad ante la ley procesal o en su caso el de igualdad de trato, pero también deberes y 

responsabilidades, como forma de hacer compatible su ejercicio con la realización de otros 

bienes jurídicos relacionados (administración de justicia con eficiencia, celeridad, imparcialidad, 

prevalencia del derecho sustancial). 

 

Téngase presente que para la época en que mi representado(a) demandó, también se 

encontraban múltiples personas en la misma situación judicial; las cuales, por tener un trámite 

más ágil, obtuvieron fallos favorables fundamentados en la Sentencia del 4 de agosto de 2010. 

De lo anterior, se colige, que mi mandante tiene derecho a que su caso sea fallado en las mismas 

condiciones que los demás casos con fundamento en el derecho a la igualdad. Con el fallo 

emitido por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “B” que REVOCÓ la sentencia de primera instancia, si bien no se configura en una 

burda trasgresión de la Carta, si se trata de una decisión ilegitima que afecta derechos 

fundamentales atrás analizados. 

 

De las anteriores consideraciones se concluye que, la diferencia de regímenes e inaplicabilidad 

entre la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018 y el régimen de transición de la Ley 

33 de 1985, norma que le es aplicable al caso, es evidente por cuanto: 

 

1. La ley 100 de 1993 creó de manera general el Sistema de Seguridad Social Integral e 

incluyó dos regímenes pensionales, entre ellos el tradicionalmente establecido de 

Prima media con prestación definida, frente al cual estableció una segunda transición 

para aquellas personas que no hubieren consolidado su derecho, pero estaban 

próximas a cumplir los requisitos para ello. 

 

2. Ante la disparidad de criterios frente a los alcances de esta transición, sentó la 

siguiente regla jurisprudencial: El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas 

personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo 

y tasa de reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. 

 

 

De allí que, el régimen de transición, con los alcances de la referida sentencia de unificación del 

28 de agosto de 2018, se aplica a quienes estaban cobijados por la Ley 33 de 1985 y no habían 

consolidado su derecho a la pensión, pero nada dijo frente a quienes esa misma ley había 

excluido de su aplicación y sus pensiones estaban reguladas por los Decretos 3135 de 1968 y 

1045 de 1978, a través de otro régimen de transición24. En consecuencia, para los beneficiarios 

 
24 Al respecto, en sentencia de tutela del pasado 5 de marzo de 2020, Rad: 11001-03-15-000-2020-00415-00, la Sección Quinta del Consejo 

de Estado hizo un similar razonamiento frente a un caso de pensión del DAS y señaló que: 47. En ese contexto, la Sala encuentra que si bien 
en dicha ocasión se estudió el caso de una ex funcionaria del extinto DAS, lo cierto es que la regla se fijó respecto de los beneficiarios del 

régimen de transición de la Ley 100 de 1993 y, al señor Giraldo González no lo cobija el mencionado régimen. En esos términos, no se 

advierte identidad   
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de esta primera transición el reconocimiento pensional es diferente al de la Ley 100 de 1993 

y debe sujetarse estrictamente al Decreto 3135 de 1968 y al Decreto 1045 de 1978 que 

establecían, por una parte que el empleado público o trabajador oficial que sirviera 20 años 

continuos o discontinuos y llegara a la edad25 tendría derecho a el pago equivalente al 75% del 

promedio de los salarios devengados durante el último año de servicio; en el mismo sentido, el 

artículo 45 del Decreto 1045 de 197826, establecía los factores de salario para la liquidación en 

pensiones.  

 

De manera tal que, como bien lo enfatizó el Tribunal Administrativo de Córdoba, en reciente 

fallo del 22 de octubre de 202127, al indicar que:  

 

“(…) aplicar de manera retroactiva el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 a los regímenes 
anteriores a la Ley 33 de 1985, sería afectar los derechos adquiridos de quienes a pesar 
de no haberse pensionado tenían un derecho consolidado y no meras expectativas, lo que 
no solo afectaría el principio de favorabilidad sino también el principio de legalidad y 
preexistencia de las normas. Además, la regla de unificación del Consejo de Estado nada 
dijo sobre esta situación comúnmente denominada “transición de la transición”, sino que 
fue explicita al señalar que hacía referencia a quienes se pensionaran con los requisitos de 
la Ley 33 de 1985”  

 

Lo hasta aquí esbozado resulta suficiente para demostrar a esta Honorable Corporación que, 

desde cualquier perspectiva posible, el artículo 86 de la Constitución ampara la procedencia de 

la acción de tutela contra la decisión de primera y segunda instancia emitida por TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B” 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

La acción de tutela es un procedimiento especial preferente, encaminado a proteger los 

derechos fundamentales, en donde el artículo 86 de la Constitución Política es claro en su inciso 

tercero, al decir que ese mecanismo no procede cuando existe otro medio de defensa judicial. 

 

 
25 Artículo 27 del Decreto Extraordinario 3135 de 1968 
26 ARTÍCULO 45. De los factores de salario para la liquidación de cesantía y pensiones. Para efectos del reconocimiento y pago del auxilio 
de cesantía y de las pensiones a que tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales, en la liquidación se tendrá en cuenta los 

siguientes factores de salario:  

a) La asignación básica mensual;  
b) Los gastos de representación y la prima técnica;  

c) Los dominicales y feriados;  

d) Las horas extras;  
e) Los auxilios de alimentación y transporte;  

f) La prima de navidad;  

g) La bonificación por servicios prestados;  
h) La prima de servicios;  

i) Los viáticos que reciban los funcionarios y trabajadores en comisión cuando se hayan percibido por un término no inferior a ciento ochenta 

días en el último año de servicio;  
j) Los incrementos salariales por antigüedad adquiridos por disposiciones legales anteriores al Decreto-Ley 710 de 1978;  

k) La prima de vacaciones;  

l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio;  
ll) Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente otorgadas con anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 38 

del Decreto 3130 de 1968. 

27 Radicado 23-001-33-33-001-2016-00192-01, MP. Pedro Olivella Solano. 
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En el presente caso, mi mandante no cuenta con otro medio o mecanismo de defensa judicial 

de sus derechos, pues la Sentencia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, 

SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, fue proferida en segunda instancia. Por lo anterior, es 

procedente la presente ACCIÓN DE TUTELA CONTRA SENTENCIA, teniendo en cuenta que ésta 

constituye una VIA DE HECHO. 

 

 

PETICIONES 

 

 

1. AMPARAR los derechos A LA SEGURIDAD SOCIAL, VIDA DIGNA Y MINIMO VITAL DE LAS 

PERSONAS DE LA TERCERA EDAD, DERECHOS ADQUIRIDOS Y EXPECTATIVAS LEGITIMAS, 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA, FAVORABILIDAD LABORAL E INESCINDIBILIDAD DE 

LA LEY, DEBIDO PROCESO, Y DERECHO A LA IGUALDAD PROCESAL, de la señora MARINA 

CASTAÑEDA DE BELTRAN 

 

2. ORDENAR al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “B”, en amparo a los derechos enunciados, revocar la sentencia proferida 

el 22 de febrero de 2022, que REVOCÓ  la sentencia de primera instancia por la cual se 

había accedido a las pretensiones de la demanda y en consecuencia se ordene a 

reliquidar la pensión de asistida teniendo en cuenta el equivalente al 75% de los factores 

salariales devengados en el año inmediatamente anterior a la fecha de retiro efectivo, 

es decir, desde el  01 de julio de 1992 hasta el 30 de junio de 1993 

 

3. Las demás que este Honorable Despacho considere para proteger los derechos aquí 

tutelados. 

 

JURAMENTO 

 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991, bajo la gravedad 

de juramento manifiesto a su Despacho que no he presentado otra acción de Tutela por los 

mismos hechos. 

 

ANEXOS 

 

1. Poder Legalmente conferido. 

2. Copia del fallo de primera instancia de fecha 04 de marzo de 2021, por JUZGADO 

DÉCIMO (1)0 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  

3. Copia del fallo de segunda instancia de fecha 22 de febrero de 2022, por el TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA, SUBSECCIÓN “B” 
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NOTIFICACIONES 

 

 

El accionado TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “B”, en la Diagonal 22B (Av. La Esperanza) 53 - 02 de la ciudad de Bogotá D.C. 

correo electrónico scregtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

Mi mandante y el infrascrito Apoderado recibiremos notificaciones en la Secretaría de su 

Despacho, o en mi oficina de Abogado ubicada en la Calle 72 No. 9-55, Oficina 301, de la Ciudad 

de Bogotá D.C. o al correo electrónico y acopresbogota@gmail.com  

 

 

De los Honorables Consejeros, 

 

 

 

 

 

 

 

JAIRO IVAN LIZARAZO AVILA 

C.C. No. 19.456.810 de Bogotá 

T.P. No.  41.146 C.S. de la J.   
EXP 7635/D.A 
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Honorables Magistrados 

HONORABLE CONSEJO DE ESTADO – Reparto  

E.                          S.                             D. 

 

 

Ref.  ACCION DE TUTELA 

De:   MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN  

Contra: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “B”  

 

 

MARINA CASTAÑEDA DE BELTRAN, mayor de edad, vecino de Bogotá D.C, identificada con la 

Cedula de Ciudadanía Nro. 20.111.375 de Bogotá, a usted comedidamente manifiesto que confiero 

poder ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE, al Abogado JAIRO IVAN LIZARAZO AVILA, identificado con C.C. 

No. 19.456.810 de Bogotá y T.P. No. 41.146 del C.S.J., para que en mi nombre y representación 

presente ACCIÓN DE TUTELA, contra el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, 

SECCION SEGUNDA-SUBSECCIÓN “B”, por proferir la providencia, dentro del Proceso No. 

No.2018-00501, mediante las cuales se revocó la reliquidación de mi pensión con la inclusión de 

todos los factores salariales, incurriendo así en una VIA DE HECHO.  

 

Mi apoderado queda ampliamente facultado para recibir, conciliar, transigir, renunciar, sustituir y 

reasumir este poder, otorgar poder o sustituirlo a cualquiera de los abogados contratados por la 

oficina, desistir e interponer recursos, notificarse de la resolución, llegar a acuerdos con la 

administración, ejecutar y en fin todo lo necesario para el fiel cumplimiento de su mandato y la 

defensa de mis intereses. 

 

Sírvase señor Juez reconocerle Personería Jurídica a mi apoderado en los términos del presente 

mandato. 

 

Del Señor Consejero,                               

 

 

 
 

ACEPTO: 

 

 

 

 

 

JAIRO IVAN LIZARAZO AVILA   

C.C. No. 19.456.810 de Bogotá   

T.P. 41.146 del C.S de la.J 
EXP 7635/D.A 
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